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P R O Y E C T O S  D E  L E Y
PROYECTO DE LEY NÚMERO 556 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se crea y se regula el régimen del mercado de valorización de residuos sólidos, se fomenta la 
valorización de residuos en el marco de la promoción de la economía circular y se dictan otras disposiciones.

PROYECTO DE LEY     CÁMARA  DE 2021 
 
 

PROYECTO DE LEY POR MEDIO DEL CUAL SE CREA Y SE REGULA EL 
RÉGIMEN DEL MERCADO DE VALORIZACIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS, SE 

FOMENTA LA VALORIZACIÓN DE RESIDUOS EN EL MARCO DE LA 
PROMOCIÓN DE LA ECONOMÍA CIRCULAR Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES 
 

El Congreso de Colombia, 
 

DECRETA: 
 

TITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
CAPITULO I 

OBJETO Y TÉRMINOS RELEVANTES 
 
Artículo 1. OBJETO. Crear y regular el mercado de valorización de residuos sólidos a través de la 
implementación de un esquema de valorización de estos dentro de la Gestión Integral de Residuos 
Sólidos, en el marco del concepto de economía circular 
 
Artículo 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. La presente ley aplica a las personas naturales o jurídicas, de 
naturaleza pública o privada, que generen, almacenen, transporten, transformen, consuman, 
traten, exporten, importen o gestionen Residuos Sólidos en el territorio nacional. 
 
Artículo 3. DEFINICIONES. Para efectos de la comprensión de la presente ley, se adoptan las 
siguientes definiciones: 
 

a) COMPRAS PUBLICAS SOSTENIBLES: Las compras sostenibles se definen como la forma en 
la que una organización, pública o privada, logra satisfacer sus necesidades de bienes, 
servicios, obras y utilidades, alcanzando un alto rendimiento mediante el uso racional y 
eficiente los recursos naturales, humanos y económicos a lo largo de su ciclo de vida, que 
se traduce en beneficios no sólo para la organización, sino también para el medio ambiente, 
la sociedad y la economía. 

 
b) CLASIFICACIÒN DE RESIDUOS: Es la separación de residuos generados según la norma 

adaptada por el ministerio de ambiente y desarrollo sostenible y ministerio de vivienda para 
el código de colores respectivo.  
 

c) ECONOMÍA CIRCULAR: Es la armonización de la sostenibilidad con conceptos económicos, 
parte del cuidado, protección, resiliencia y restauración de las capacidades de la naturaleza 
para proveer bienes y servicios a la sociedad. Su objetivo es que el uso eficiente de los 
recursos naturales cree valor económico, social y ambiental, desvinculando el crecimiento 

económico del agotamiento de los recursos naturales a través de la creación de productos, 
servicios y modelos de negocios y políticas innovadoras. 

d) GESTIÓN DE RESIDUOS: Es el proceso ambiental que consiste en recoger, transportar, 
clasificar, valorizar y disponer adecuadamente los residuos, incluida la vigilancia de esas 
operaciones, así como el mantenimiento posterior al cierre de sitios de disposición final, 
incluidas las actuaciones realizadas por toda empresa que actúe por cuenta propia en la 
compra y posterior venta de residuos, incluidos los negociantes que no tomen posesión 
físicamente de los residuos o toda empresa que disponga la valorización o la eliminación de 
residuos por encargo de terceros, incluidos los agentes que no tomen posesión físicamente 
de los residuos. 

e) MERCADO DE VALORIZACIÓN: Es el escenario en el que confluyen los actores que 
intervienen en las etapas y procesos de la gestión de residuos sólidos, interactuando y 
realizando operaciones comerciales entre sí, en procura de la valorización de residuos 
sólidos y su aprovechamiento. 

f) PLAN DE GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS SÓLIDOS (PGIRS): Es el instrumento de 
planeación municipal o regional que contiene un conjunto ordenado de objetivos, metas, 
programas, proyectos, actividades y recursos definidos por uno o más entes territoriales 
para el manejo de los residuos sólidos, basado en la política de gestión integral de los 
mismos, el cual se ejecutará durante un período determinado, basándose en un diagnóstico 
inicial, en su proyección hacia el futuro y en un plan financiero viable que permita garantizar 
el mejoramiento continuo del manejo de residuos y la prestación del servicio de aseo a nivel 
municipal o regional, evaluado a través de la medición de resultados. Corresponde a la 
entidad territorial la formulación, implementación, evaluación, seguimiento y control y 
actualización del PGIRS. 

g) PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD COMPARTIDA DEL GENERADOR DE RESIDUOS: Consiste 
en participación activa de todos los actores del ciclo de producción, transporte, consumo y 
disposición final de los residuos. 

h) RECICLAR: Es la reintroducción directa de residuos en el ciclo productivo del que proceden, 
en sustitución total o parcial de una nueva materia prima. Por ejemplo, tomar botellas rotas, 
refundirlas y fabricar botellas nuevas. 

i) RECICLADOR DE OFICIO: Hace referencia a todas aquellas personas naturales 
independientes, asociaciones o colectivos organizados y legalmente constituidos de 
recicladores para la recolección, separación y clasificación de los residuos valorizables 
económicamente. Que además ante la Corte Constitucional se entienden como sujetos 
vulnerables. 

j) REGENERAR: Consiste en un proceso físico o químico que devuelve a un residuo las 
características que le permiten ser utilizado como reemplazo de nueva materia prima.  

k) RESIDUOS: Hace referencia a cualquier objeto, material, sustancia o elemento sólido 
resultante del consumo o uso de un bien en actividades domésticas, industriales, 
comerciales, institucionales o de servicios, que el generador abandona, rechaza o entrega y 
que es susceptible de aprovechamiento o transformación en un nuevo bien, con valor 
económico o de disposición final. 
 

l) RESIDUOS SÓLIDOS: Este concepto hace referencia a cualquier objeto, material, sustancia 
o elemento principalmente sólido resultante del consumo o uso de un bien en actividades 
domésticas, industriales, comerciales, institucionales o de servicios, que el generador 
presenta para su recolección por parte de la persona prestadora del servicio público de 
aseo. Igualmente, se considera como residuo sólido, aquel proveniente del barrido y 
limpieza de áreas y vías públicas, corte de césped y poda de árboles 

 
m) RESPONSABILIDAD DE LOS CONSUMIDORES: Este principio remite al concepto que, quien 

compra un bien o servicio, debe conocer la forma de producción de estos, los materiales 
utilizados para su  elaboración, y las posibilidades para convertirlo en residuo y así prolongar 
su ciclo útil de vida. Es decir, su elección debe tener en cuenta los impactos ambientales de 
todas las etapas del ciclo de vida del producto. 

 
n) RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR: En el marco de la REP los fabricantes, 

distribuidores de productos de marca propia, importadores, que comercializan productos 
generadores de residuos, deben hacerse cargo en particular económicamente, de la gestión 
de estos residuos. 

 
o) REUTILIZAR: Se trata de un nuevo uso de los residuos para un uso similar al de su primer 

uso. . La reutilización consiste en utilizar un residuo para un uso diferente de su primer uso, 
o en fabricar, a partir de un residuo, un producto distinto al que le dio origen.  

 
p) VALORIZACIÓN: Hace referencia a cualquier operación cuyo resultado principal sea que el 

residuo sirva a una finalidad útil al sustituir a otros materiales que de otro modo se habrían 
utilizado para cumplir una función particular, o que el residuo sea preparado para cumplir 
esa función, en la instalación o en la economía en general. En general, es la obtención de 
nuevos materiales, o el reciclaje de parte de ellos, para evitar el uso de nuevas materias 
primas. 

 
TÍTULO II 

IMPLEMENTACIÓN DE LA ESTRATEGIA DE ECONOMÍA CIRCULAR 
 

CAPÍTULO I 
ESTRATEGIA DE ECONOMÍA CIRCULAR 

 
Artículo 4. IMPLEMENTACIÓN DE LA ECONOMÍA CIRCULAR.  El Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, en 
conjunto con los municipios y de acuerdo a las compromisos adquiridos por el país en materia 
ambiental, deberán poner en marcha la infraestructura y los recursos necesarios que permitan la 
implementación de estrategias de economía circular para la reincorporación de residuos sólidos 

tanto domésticos como industriales en los procesos económicos, limitando los posibles  impactos 
ambientales y mejorar la competitividad económica y el atractivo de los territorios. 
 
Parágrafo 1. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
deberá remitir al Congreso de la República un informe anual sobre el avance de la implementación 
de la política de economía circular, en el que se evidenciarán los avances, las dificultades y las 
propuestas de mejora, en relación con los compromisos internacionales adquiridos por Colombia 
en la materia. 
 
Artículo 5. POLÍTICA DE PRODUCCIÓN Y CONSUMO SOSTENIBLE. El Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible en conjunto con las entidades territoriales 
municipales pondrá en marcha la infraestructura y los recursos necesarios que permitan la 
implementación de los indicadores de la política de producción y de consumo sostenible. 
 
Artículo 6. ESTRATEGIA PARA LA PRODUCCIÓN Y EL CONSUMO RESPONSABLES. El Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible creará de acuerdo a los compromisos internacionales del país, y 
con el apoyo de los entes territoriales municipales y entidades ambientales correspondientes, 
estrategias para el cumplimiento de las metas establecidas en la política de producción y consumo 
responsable.  
 
Artículo 7. REDUCCIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
deberá desarrollar junto a las autoridades locales competentes, la estrategia nacional con el ánimo 
de lograr la disminución de residuos sólidos que se produzcan tanto en los hogares, así como a nivel 
industrial y comercial. Se focalizarán estrategias para la prevención y reducción de generación de 
residuos sólidos, teniendo en cuenta los compromisos internacionales del país en materia ambiental 
para el año 2030.  
 
Artículo 8. PROCESOS  DE INVESTIGACIÓN EN LOS ACTORES DE LA CADENA DE VALOR DE 
PRODUCCIÓN. Se priorizará a través del Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible procesos 
de investigación que permitan la creación de estrategias que conlleven al reciclaje y valorización en 
la cadena de valor de los residuos sólidos.  
 
Artículo 9. INCREMENTO DE LA CANTIDAD DE RESIDUOS OBJETO DE LA VALORIZACIÓN EN FORMA 
DE MATERIAL ORGÁNICO. Se establecerá como meta recuperar el 17,9% de los residuos orgánicos 
generados para el año 2030, de acuerdo a los compromisos internacionales del país en materia 
ambiental.  
 
Artículo 10. INCREMENTO DE LA CANTIDAD DE RESIDUOS OBJETO DE LA VALORIZACIÓN DEL 
SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN. Se establecerá como meta recuperar el 25% de los residuos del 
sector de la edificación y obras públicas en forma de material recuperable en 2030, de acuerdo a los 
compromisos internacionales del país en materia ambiental. 
 
Artículo 11. REDUCCIÓN DE LA CANTIDAD DE RESIDUOS INORGÁNICOS. Se establecerá como meta 
reducir en un 17,9% las cantidades de residuos inorgánicos para el año 2030, de acuerdo a los 
compromisos internacionales del país en materia ambiental. 
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Artículo 12. RESPONSABILIDAD COMPARTIDA. Todos los actores de la cadena de valor, desde el 
generador hasta el encargado de la disposición final del bien y/o servicio, deben aportar para los 
procesos de reciclaje de los residuos sólidos. 

 
 

TÍTULO III 
RÉGIMEN DEL MERCADO DE VALORIZACIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS 

 
Artículo 13. CONTRATOS PÚBLICOS DE ENTREGA DE RESIDUOS SÓLIDOS URBANOS PARA SU 
VALORIZACIÓN. Las entidades prestadoras del servicio público de aseo están facultadas para 
celebrar contratos con los particulares, en los cuales estas transfieran residuos aprovechables a los 
particulares, tanto a título gratuito como oneroso, siempre y cuando los particulares a quienes se 
les transfieran estos residuos sean personas jurídicas, personas naturales independientes, 
asociaciones o colectivos organizados y legalmente constituidos de recicladores para la recolección 
cuyo objeto social esté relacionado con la producción de bienes o prestación de servicios mediante 
el aprovechamiento de residuos sólidos. 
 
Para lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible definirá los criterios y 
lineamientos de la contratación pública de entrega de residuos sólidos para su valorización. 
 
De igual forma, podrán las entidades prestadoras del servicio público de aseo vender en el marco 
de un nuevo mercado que pueda generar una cadena de valor posterior al proceso de 
aprovechamiento de residuos sólidos, cuando estas cuenten con la autorización para producir estos 
bienes y servicios.  
 
El Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible será el encargado de otorgar estas 
autorizaciones, por lo que estipulará las reglas, requisitos y desarrollo de las mismas. 
 
Artículo 14. VINCULACIÓN DE RECICLADORES A LAS EMPRESAS PRESTADORAS DE SERVICIOS 
PÚBLICOS PARA LA RECOLECCIÓN Y CLASIFICACIÓN DE LOS RESIDUOS SÓLIDOS. Las entidades 
prestadoras del servicio público de aseo podrán celebrar contratos con personas naturales 
independientes, asociaciones o colectivos organizados y legalmente constituidos de recicladores 
para la recolección, separación y clasificación de los residuos valorizables económicamente. 
 
Artículo 15. TARIFA DIFERENCIAL ENTRE LOS PRODUCTOS APROVECHABLES Y NO 
APROVECHABLES. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio deberá realizar un estudio técnico 
de las tarifas mínimas de la actividad de aprovechamiento con el fin de elaborar una actualización 
de la metodología tarifaria, que permita el reconocimiento de la tarifa diferencial de los productos 
aprovechables y no aprovechables del esquema operativo de recolección, separación y clasificación 
de los residuos valorizables económicamente y que realizan  las personas naturales independientes, 
asociaciones o colectivos organizados y legalmente constituidos que ejercen dichas labores.  
 
Lo anterior, no afectará la tarifa de recolección de los estratos 1 y 2. 
 
Artículo 16. RECONOCIMIENTO DEL SELLO AMBIENTAL COLOMBIANO. El Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible evaluará la inclusión el Sello Ambiental Colombiano de todos los bienes o 

servicios que hayan sido producidos o prestados mediante un esquema de valorización de residuos. 
Para estos efectos se entenderá por valorización de residuos lo dispuesto en esta ley y sus decretos 
complementarios.  
 
Parágrafo 1. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible ampliará los bienes  y/o servicios que 
hacen ya parte del sello, de acuerdo a la política nacional de crecimiento verde, guía de compras 
públicas sostenibles y al plan de acción del sello ambiental colombiano, y sus respectivas 
actualizaciones. 
 
Parágrafo 2. El Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible promoverá estrategias para que las 
personas naturales independientes, asociaciones o colectivos organizados y legalmente constituidos 
del esquema operativo de la actividad de aprovechamiento puedan ser acreedoras del sello 
ambiental colombiano. 
 
ARTÍCULO 17. RESPONSABILIDAD AMPLIADA DEL PRODUCTOR. Será responsabilidad del productor 
de informar al consumidor toda la cadena de valor que tiene el bien y/o servicio ofertado.  
 
Artículo 18. RECONOCIMIENTO INSTITUCIONAL Y EMPRESARIAL A LAS EMPRESAS Y ENTIDADES 
NACIONALES QUE PARTICIPEN EN EL MERCADO DE VALORIZACIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS 
URBANOS. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible cada año hará entrega de un 
reconocimiento público simbólico de carácter institucional y empresarial a las mejores empresas 
que logren el mayor volumen de valorización de residuos sólidos urbanos y contribuyan a la apertura 
de nuevos negocios verdes a partir de este mercado. 
 
Artículo 19. SOCIALIZACIÓN DE LA VALORIZACIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS. Impulsar la creación de 
programas, proyectos y actividades en el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos a nivel 
regional, tendientes a socializar con la ciudadanía la valorización de los residuos sólidos, sus 
implicaciones y beneficios en una economía circular, con el fin de que puedan participar 
activamente en la etapa de separación de residuos orientados por este enfoque.  
 
Las entidades territoriales deberán crear, ejecutar y garantizar la continuidad de al menos dos 
programas, proyectos o actividades contenidos en el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos, 
que busquen poner en conocimiento de la ciudadanía el concepto de valorización de residuos 
sólidos. 
 
Artículo 20. INCLUSIÓN DE ACTIVIDADES DEL PLAN DE GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS SÓLIDOS. 
Se deberán incluir dentro de los programas de gestión integral de residuos sólidos, actividades, 
metas e indicadores para la evaluación y seguimiento de actividades de valorización.  
 
Artículo 21. ASESORÍA TÉCNICA Y APOYO A LOS ACTORES QUE PRESENTES PROYECTOS PARA LA 
IMPLEMENTACIÓN DE ECONOMÍA CIRCULAR PARA RESIDUOS SÓLIDOS. El Gobierno Nacional a 
través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible en conjunto con el Servicio Nacional de 
Aprendizaje –SENA- desarrollará una estrategia para la prestación de asistencia técnica y apoyo a 
las asociaciones de recicladores de oficio para el desarrollo de proyectos de economía circular con 
residuos con énfasis especial en dicha población. 

Artículo 22. GENERACIÓN DE EMPLEO Y APOYO AL EMPRENDIMIENTO.  Dentro del marco de sus 
competencias, el Ministerio de Trabajo creará y ejecutará políticas tendientes a la generación de 
empleo, formal y estable, dentro de los procesos de valorización de residuos sólidos. Así mismo, a 
través del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo se crearán y ejecutarán políticas de fomento 
y apoyo al emprendimiento relacionado con la valorización de residuos sólidos. 
 
Artículo 23. REGLAMENTACIÓN POR PARTE DEL GOBIERNO NACIONAL. El Gobierno Nacional 
expedirá, dentro de los 6 meses siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, la 
reglamentación pertinente sobre el mercado de valorización de residuos sólidos, tendiente a la 
potenciación de la valorización de residuos sólidos en la Gestión Integral de Residuos Sólidos, 
inspirada por los principios de la economía circular. 

 
 

TITULO IV 
CONTRATACIÓN PÚBLICA SOSTENIBLE  

 
Artículo 24. CONTRATACIÓN PÚBLICA SOSTENIBLE. La contratación pública sostenible se pone al 
servicio de la transición a la economía circular y de la consecución de los objetivos establecidos en 
ésta. El Gobierno Nacional  a través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible facilitará y 
garantizará la implementación de las estrategias mencionadas del plan de acción de compras 
públicas sostenibles y la Guía Conceptual y Metodológica de Compras Públicas Sostenibles. 
 
Artículo 25. CRITERIOS DE SOSTENIBILIDAD EN LA CONTRATACION PÚBLICA SOSTENIBLE. El 
Gobierno Nacional potencializará a través de la agencia Colombia Compra Eficiente el desarrollo de 
criterios de sostenibilidad en la contratación pública, teniendo en cuenta los análisis de costo y 
beneficio desarrollados en la Guía Conceptual y Metodológica de Compras Públicas Sostenibles, así 
como los lineamientos establecidos en la política pública de producción y consumo sostenible. 
 
Parágrafo: El Ministerio de Ambiente y Desarrollo sostenible desarrollará y actualizará  los criterios 
de sostenibilidad en los bienes y servicios que se crean pertinentes de acuerdo al plan de acción de 
compras públicas sostenibles y la Guía Conceptual y Metodológica de Compras Públicas Sostenibles. 
 
Artículo 26. VIGENCIA. La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

I. OBJETO 
 
El presente proyecto de ley tiene como objeto crear y regular el mercado de valorización de residuos 
sólidos a través de la implementación de un esquema de valorización de estos dentro de la Gestión 
Integral de Residuos Sólidos, en el marco del concepto de economía circular. 
 

II. JUSTIFICACIÓN 
 
Problemática y realidad de los residuos sólidos en Colombia 
 
Colombia enfrenta una problemática ambiental respecto de la disposición final de los residuos 
sólidos dentro del territorio nacional. Esta situación es crítica, teniendo en cuenta que el 7,5% de 
los rellenos sanitarios del Estado colombiano ya finalizaron su periodo de vida útil y un 15% de los 
275 vertederos de basura les quedan menos de 3 años de vida útil.1 
De acuerdo con el documento CONPES 3918 de 2018, que trata específicamente el diseño de las 
estrategias para la implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) en Colombia, la 
meta nacional a 2018 de aprovechamiento de los residuos sólidos es del 10,0%, proyectando la meta 
de tasa nacional de aprovechamiento a 2030 de un 17,9%2. Actualmente en el territorio nacional se 
producen 11,6 millones de toneladas de  residuos sólidos anualmente, una gran parte de esos 
residuos son artículos de un solo uso como plásticos, pitillos, botellas y bolsas que podrían 
reutilizarse3, a diferencia de la mayoría de los Estados de la Unión Europea, donde se aprovecha 
hasta el 67% de los residuos generados4. 
 
El actual Gobierno Nacional identificó la problemática del manejo de los residuos en Colombia, y 
señaló la necesidad de identificar las causas por las cuales los entes territoriales no están realizando 
una adecuada planificación de la GIRS, especialmente en materia de ubicación de infraestructuras y 
disposición final autorizada (falta de recursos, falta de conocimiento técnico, cooperación armónica 
entre territorios, cooperación interinstitucional, etc.), de tal manera que el Gobierno Nacional 
pueda emprender las estrategias pertinentes para eliminar esta situación.5 
 
Según el Informe de Disposición Final de Residuos Sólidos en Colombia (2017), el Gobierno Nacional, 
como criterio orientador, debe contar con un enfoque preventivo, es decir, donde se minimice la 
generación de residuos, se aumente la separación en la fuente para disminuir los residuos 

                                                      
1Basura a punto de explotar. Semana sostenible.  
2Departamento Nacional de Planeación. (15 de marzo de 2018). Conpes 3918. Estrategia para la implementación de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) en Colombia.Bogotá D.C., Colombia. 
3Monterrosa, H. (2019). Colombia podría aprovechar el 40% de los residuos que se producen anualmente. 
Larepública. 
4Basura a punto de explotar. Semana sostenible.  
5Superintendencia de servicios públicos domiciliarios.Informe de disposición final de residuos sólidos. 2017. 
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aprovechables que pueden ingresar a los sistemas de disposición final y se establezcan hábitos de 
consumo sostenibles, con el fin de aumentar la vida útil de los sistemas y poder así brindar 
continuidad en la prestación del SPA.6 
 
El Gobierno debe entonces contemplar la implementación de una Economía circular en su 
integralidad, la cadena de residuos desde su generación hasta su disposición o aprovechamiento e 
identificar cómo se complementan estas dos últimas actividades con el fin de establecer estrategias 
en procura de la disminución de los residuos. Se debe considerar la interrelación con el comercio y 
la industria en la generación de residuos con el fin de llegar a una verdadera economía circular.7 
 
Dadas las circunstancias ambientales actuales en el territorio colombiano, resulta importante no 
solo migrar a disposición final en rellenos sanitarios adecuados técnica y ambientalmente, sino ir un 
paso más allá y migrar a otras tecnologías más aceptables y sostenibles que van desde la 
minimización, el reúso, la separación en la fuente y el aprovechamiento de los residuos sólidos hasta 
la implementación de otro tipo de alternativas tecnológicas que puedan presentar múltiples y 
mayores beneficios comparados con los rellenos sanitarios. 
 
Valorización de residuos sólidos. 
 
La economía circular surge como respuesta a la obsolescencia del modelo económico tradicional 
lineal, consistente en extraer, producir, consumir y desechar, pero la realidad ha evidenciado que 
este modelo ya no es sostenible. Por ello, surge en el año 1990, de la mano de Pearce y Turner, la 
necesidad de relacionar y armonizar la economía con el medio ambiente, con el fin de disminuir el 
residuo y transformarlo en recurso8. De esta manera, inspirándose en los procesos de la naturaleza, 
en los cuales no existen desechos, sino que todo tiene una utilidad para sí misma, generaron un 
modelo de flujo cerrado tal y como el ciclo de la naturaleza. Es decir, la economía circular implica 
modificar el esquema productivo actual, para disminuir la explotación de recursos naturales, a la 
par que se aumente el aprovechamiento de los residuos que puedan ser reincorporados 
nuevamente a la cadena de producción. Este objetivo se materializa, principalmente, a través de la 
reparación, el reciclaje, la reutilización y la fabricación de los productos9; todas estas, formas de 
aprovechar el residuo, cuya finalidad es darle una utilidad antes de ser eliminado, han llevado a los 
Estados a renovar sus sistemas de gestión integral de residuos orientados hacia la valorización. 
 
Así pues, toma gran relevancia la valorización, como eje central de los sistemas de gestión de 
residuos. Sin embargo, uno de los más grandes desafíos que ha enfrentado su efectiva incorporación 
es la falta de claridad sobre sus significados. 
 
Si bien los conceptos de aprovechamiento y valorización son empleados indistintamente, la relación 
entre ambas debe entenderse de la siguiente manera: la valorización es una consecuencia del 
aprovechamiento, en tanto este último tiene por fin extraer de los residuos los recursos que en sí 
                                                      
6 Informe Nacional de Disposición de Residuos Sólidos. 2017. Superintendencia de Servicios Públicos. 
7 Informe Nacional de Disposición de Residuos Sólidos. 2017. Superintendencia de Servicios Públicos. 
8 Rodriguez Martín, A. & Palomo Zurdo, R. González Sánchez, F. (2020): “Transparencia y economía circular: análisis y valoración de la gestión 
municipal de los residuos sólidos urbanos”, CIRIEC-España, Revista de Economía Pública, Social y Cooperativa, 99, 233-272. DOI: 
107203/CIRIEC-E.99.16011. 
9  Lafuente A. (2018). ¿Qué es la economía circular y cómo cuida del medio ambiente? Recuperado de 
https://news.un.org/es/interview/2018/12/1447801 

contienen, en aras de darles una utilidad.10 El que de esas operaciones se obtenga un mayor valor 
del residuo no es el objetivo inicialmente perseguido, empero, sí puede comprenderse como un 
efecto deseable. Esto es, del aprovechamiento de los residuos,  a través de cualquiera de sus formas, 
es posible obtener su valorización, pero no en todos los casos ocurrirá así. Por eso, debe impulsarse 
un sistema de gestión de residuos sólidos que favorezca la valorización procurando de esta manera 
potencializar los beneficios económicos que se obtengan a través del aprovechamiento. 
 
A continuación se presenta una definición de valorización muy ilustrativa para dar mayor claridad 
sobre el mismo: 
 
la valorización es el “conjunto de acciones asociadas cuyo objetivo es recuperar un residuo, uno o 
varios de los materiales que lo componen y/o el poder calorífico de los mismos, sin poner en riesgo 
el medio ambiente. Se asocia a las acciones de: i) reutilización: acción mediante la cual productos o 
componentes de productos que no sean residuos se utilizan de nuevo con la misma finalidad para la 
que fueron concebidos; ii) reciclaje: empleo de un residuo como insumo o materia prima en un 
proceso productivo distinto del que lo generó, incluyendo el co-procesamiento y compostaje, pero 
excluyendo la valorización energética; iii) valorización energética: empleo de un residuo como 
combustible en un proceso productivo”11. 
 
Esta enumeración no debe ser entendida de manera restrictiva, sino una simple ejemplificación de 
las operaciones a través de las cuales se puede obtener la valorización de los residuos. 
 
Pues bien, dado la acogida que ha tenido la idea de la economía circular y sus postulados, la gestión 
de residuos a nivel mundial, ha sido objeto de modernizaciones en distintos países, que se han 
propuesto reducir la generación de los mismo e incrementar los niveles de valorización con el objeto 
de incorporarlos en el ciclo productivo, mitigando así el impacto negativo que su disposición tenía 
en la salud pública y en el medio ambiente, además de generar, la posibilidad de obtener algún 
beneficio económico de los residuos. 
Dentro de esta dinámica, Colombia ha priorizado el aprovechamiento y valorización de los residuos. 
Sin embargo, en el año 2005 la Contraloría General de la Nación indicó que de las 24.000 toneladas 
diarias de residuos reciclables, el 90% no se estaba tratando conforme a alguna alternativa de 
valorización, resultando en su desaprovechamiento y, por ende, en un mayor impacto negativo a 
nivel ambiental,12 entre otros. 
 
Por tanto es fundamental que Colombia adopte medidas idóneas que logren la efectiva 
transformación de su sistema integral de gestión de residuos sólidos con el enfoque de una 
economía circular, a través de la valorización de los residuos, para que de esta manera pueda fijar 
metas realistas a corto, mediano y largo plazo, con respecto a los índices de valorización. 
 
Recomendaciones del Policy Paper de la Universidad la Sábana 

                                                      
10 Montes Cortés C. (2018). Estudio de los Residuos Sólidos en Colombia. Bogotá, Colombia: Universidad del Externado. 
11 Ministerio de Desarrollo Social de Chile. (2013). Metodología de formulación y evaluación socioeconómica de proyectos de valorización de 
residuos municipales. 
12 Fanor Alirio Victoria. C.& Luís Fernando M. R. Patricia T. L. (2012). Ciencia e Ingeniería Neogranadina. Alternativas para fortalecer la 
valorización de materiales reciclables en plantas de manejo de residuos sólidos en pequeños municipios. VOL 22-1, PP 59 - 73. Recuperado de 
https://revistas.unimilitar.edu.co/index.php/rcin/article/view/249/59 

En el año 2020, la línea de Problemas Actuales Ambientales de la Clínica Jurídica de la Universidad 
de la Sabana, presentó al municipio de Chía, Cundinamarca, el documento titulado “Policy paper 
sobre políticas ambientales en el municipio de Chía en relación con la gestión integral de residuos 
sólidos”13, el cual, identificó como problemática principal del sistema de gestión de los residuos del 
municipio, la falta de apropiación del tema ambiental a nivel municipal. 
 
Las causas principales de la problemática son: la carencia de programas de educación ambiental y 
la falta de continuidad de los existentes, que en consecuencia han resultado en la falta de conciencia 
ambiental en los ciudadanos, impidiendo realizar un correcto ejercicio de separación y selección en 
la fuente; la falta de infraestructura, la cual imposibilita diseñar estrategias a gran escala para el 
aprovechamiento de los residuos; la débil articulación institucional, que imposibilita la ejecución 
armónica y organizada del Plan para la Gestión Integral de Residuos Sólidos; y, la no priorización en 
la agenda ambiental de la Gestión Integral de Residuos Sólidos, pues si no hay voluntad, no hay 
forma de subsanar las anteriores causas. 
 
Dentro de las soluciones propuestas para resolver las causas de la problemática, hay algunas que 
están íntimamente ligadas con la adopción de un modelo de valorización de residuos sólidos, por 
ello, es importante extraer aquellos elementos que puedan ser útiles para complir con el objeto del 
presente proyecto de ley. 
 
Así pues, se evidencia la relevancia del aprovechamiento de los residuos sólidos para edificar un 
sistema eficiente de gestión de residuos. A partir de ello, lo primero será articular a todos los actores 
que participan de la gestión integral de residuos sólidos y así poder definir competencias y funciones 
claras con el fin de organizar los procesos que se surten en cada una de las etapas de la gestión de 
residuos, a través de canales de comunicación y trabajo que permitan ejecutar de manera eficiente 
los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos. Es vital conseguir que a nivel institucional, las 
autoridades competentes tomen la iniciativa para coordinar a los demás actores relevantes al 
momento de enfocar la gestión de residuos hacia la valorización. 
 
Habiendo logrado el actuar armónico de los actores que participan de la gestión de los residuos, se 
deberá proseguir con medidas tendientes a crear programas de educación dirigidos tanto a la 
ciudadanía, como para aquellos actores, como los recicladores, que requieran de tecnificar sus 
conocimientos, con el fin de generar una conciencia ambiental respecto de las virtudes de la 
valorización de los residuos sólidos. Esto tendrá un efecto muy significativo en una de las primeras 
etapas de la gestión de los residuos sólidos y es en cuanto a lograr una mejor selección y separación 
de los mismos en la fuente, cuestión que hará más fáciles las siguientes etapas y sus consiguientes 
procesos, haciendo la gestión mucho más eficiente. 
 
Por último, serían estas condiciones básicas las que darían cabida a la creación del mercado de 
valorización de residuos sólidos, contando con unas reglas básicas de regulación, que permitan a los 
actores interactuar y llevar a cabo sus procesos con certeza y seguridad. 
 
                                                      
13 Reyes Calderon. L. F. & Lozano Ballesteros I. R. (2020). Policy paper sobre políticas ambientales en el municipio de Chía en relación con la 
gestión integral de residuos sólidos. Línea de Problemas Actuales Ambientales de la Clínica Jurídica de la Universidad de la Sabana. Chía, 
Cundinamarca. 

En conclusión, la valorización debe ser el eje central de la gestión integral de residuos sólidos, puesto 
que permitirá conseguir la reducción de la generación de residuos y un mayor aprovechamiento de 
los ya generados a través del reciclaje, la reutilización, la preparación, y cualquier otro método que 
permita la utilidad del residuo, reduciendo el impacto a la salud y al medio ambiente. Sin embargo, 
es evidente que, paralelo a la incorporación de la valorización como pilar del sistema, debe 
trabajarse simultáneamente en la educación de los ciudadanos así como en la formalización y 
fortalecimiento del oficio de los recicladores, para lograr mayor conciencia ambiental y un correcto 
ejercicio de separación y selección en la fuente. Adicionalmente, habrá que organizar la intervención 
de los diferentes actores en aras de una participación cohesionada de cada uno en los procesos 
correspondientes, definiendo funciones y competencias claras. Solo así, se podrá estructurar una 
política fuerte y eficiente, sobre la gestión de residuos sólidos, favorable para la creación de un 
mercado en ese sentido. 
 
Experiencia de la Unión Europea. 
 
El primer antecedente normativo en materia de residuos a nivel de la Unión Europea fue la Directiva 
75/442/CEE. De sus consideraciones queda claro que surge como respuesta a la disparidad de 
normas existentes entre los Estados miembro, lo que podía generar condiciones de competencia 
desigual incidiendo directamente en el mercado común. Esta situación fue la que generó la 
intervención de la organización con el fin de armonizar los sistemas de gestión de residuos, 
procurando siempre la protección de la salud y el cuidado del medio ambiente. 
 
Posteriormente, la Directiva 2006/12/CEE sustituyó a la Directiva 75/442/CEE como marco 
normativo en materia de residuos, atendiendo a la necesidad de compilar las normas dispersas. 
Adicionalmente, elaboró una terminología común, definiendo aquellos conceptos clave en materia 
de residuos. Finalmente, direccionó la gestión de residuos hacia la valorización para preservar los 
recursos naturales, además de promover la eliminación responsable de los residuos. 
 
Finalmente, el 19 de noviembre de 2008, el Parlamento Europeo y el Consejo emitieron la Directiva 
2008/98/CE, estableciendo un marco renovado y más coherente de las políticas y metas definidas a 
nivel comunitario tendientes a la reducción de la generación de residuos y a la valorización de los 
mismos. Adicionalmente, se aprovechó la ocasión para realizar algunas correcciones terminológicas 
de ciertos conceptos de gran relevancia que se encontraban limitados o generaban confusiones. A 
pesar de, la presente Directiva ha sido objeto de algunas modificaciones, entre las que destaca la 
llevada a cabo por la Directiva 2018/851. 
 
Por consiguiente, para la correcta implementación de la Directiva 2008/98/CE y en aras de la 
simplificación legislativa comunitaria, fue necesario derogar normas anteriores como la Directiva 
2006/12/CEE (anterior marco normativo, ya obsoleto frente a las nuevas necesidades de la Unión), 
la Directiva 91/689/CEE sobre los residuos peligrosos, y la Directiva 75/439/CEE sobre la gestión de 
aceites usados. Así mismo, se impusieron nuevas obligaciones a los Estados miembro de cara al 
objetivo común de convertirse en una sociedad del reciclado14. 
 
                                                      
14 García. J. F. (2009). Una nueva Directiva europea renueva la regulación de los residuos. Legal Today. Recuperado de: 
https://www.legaltoday.com/practica-juridica/derecho-penal/penal/una-nueva-directiva-europea-renueva-la-regulacion-de-los-residuos-y-
endurece-las-obligaciones-de-los-estados-de-los-productores-y-de-los-gestores-de-residuos-2009-01-21/ 
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Sobre el instrumento normativo adoptado (la Directiva europea), obliga a los Estados miembro 
respecto a la adopción en sus ordenamientos internos de los objetivos establecidos por la Unión 
sobre determinada materia, permitiéndoles desarrollarlos a través de sus propios medios y formas. 
Es decir, los resultados que se exigen mediante la Directiva son jurídicos y no fácticos, en tanto la 
obligación de los Estados de la Unión se traduce en la adopción de todos los medios apropiados de 
los que disponga para alcanzar los objetivos planteados15. Siendo así, para el caso en concreto, la 
Directiva 2008/98/CE les permite a los Estados crear y ejecutar sus propios sistemas de gestión 
integral de residuos, siempre y cuando, los medios utilizados para la consecución de los objetivos 
trazados a nivel comunitario en materia de residuos sean suficientes e idóneos. 
 
Teniendo presente la forma en que la Unión Europea ha regulado lo concerniente a los residuos, a 
continuación se examinará el contenido de la normativa respecto a la valorización de los residuos: 
 
La valorización, es definida en el artículo 3, numeral 15), como “cualquier operación cuyo resultado 
principal sea que el residuo sirva a una finalidad útil al sustituir a otros materiales que de otro modo 
se habrían utilizado para cumplir una función particular, o que el residuo sea preparado para cumplir 
esa función, en la instalación o en la economía en general”16.  
Según lo anterior, se entiende por valorización, cualquier operación que otorgue alguna utilidad al 
residuo, permitiendo sacarle provecho al mismo, sustituyendo materias primas que de otra forma 
serían utilizadas para determinado fin (lo que resultan en la generación de más residuos). Por otro 
lado, la eliminación del residuo sería la última opción, cuando definitivamente no hubiere forma de 
aprovecharlo. 
 
En este punto la Directiva 2018/851, juega un papel trascendental, ya que, por medio de ésta, se 
introdujo el concepto de valorización de material, el cual comprende a “toda operación de 
valorización distinta de la valorización energética y de la transformación en materiales que se vayan 
a usar como combustibles u otros medios de generar energía”17, ampliando con ello, las alternativas 
de valorización que antes se entendían de manera limitada18. 
 
Ahora bien, volviendo a la Directiva principal (2008/98/CE), el artículo 4 estructura una jerarquía 
respecto a las actuaciones de los Estados miembro en la prevención y gestión de los residuos sólidos, 
estableciendo el siguiente orden: i) prevención; ii) preparación para la reutilización; iii) reciclado; iv) 
otro tipo de valorización; y, v) eliminación. Esta priorización permite vislumbrar que, la valorización 
es transversal en el proceso de gestión de los residuos porque siguiendo las medidas de prevención, 
continúan las medidas de valorización, ya sea a través de la reutilización, el reciclado o cualquier 
otro tipo de valorización.  
 
Siendo así, el mandato que se les ha impuesto a los Estados miembro de la Unión Europea es el de 
adoptar las medidas necesarias para implementar en sus respectivos territorios, sistemas de gestión 
de residuos sólidos orientados hacia la valorización, con el objeto de reducir la generación de 
residuos y su impacto negativo en la salud y en el medio ambiente conforme al objeto de la Directiva 

                                                      
15 Sarmiento. D. (2018). El Derecho de la Unión Europea. Madrid, España: Marcial Pons. 
16 Directiva 2008/98/CE, artículo 3, numeral 15). 
17 Directiva 2008/98/CE, artículo 3, numeral 15 bis). Artículo añadido por la Directiva 2018/851. 
18 DOUE (2018). Se actualiza la Directiva europea sobre los residuos. Ciencias Ambientales. Recuperado de: 
https://www.cienciasambientales.com/es/legislacion-ambiental/actualizacion-directiva-2008-98-ce-residuos-16465 

2008/98/CE19. La anterior afirmación también es acorde con el artículo 10, numeral 1, que señala: 
“Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que los residuos sean 
objeto de preparación para la reutilización, de reciclado o de otras operaciones de valorización, de 
conformidad con los artículos 4 y 13”20.  
 
No obstante, los Estados miembro de la Unión deben tener siempre presentes aquellos 
lineamientos básicos y generales establecidos en la Directiva 2008/98/CE, tal y como ocurre con el 
artículo 6, por medio del cual, se delega a los Estados miembro la definición de criterios objetivos 
específicos que permitan determinar la calidad de fin de la condición de residuo sobre aquellos que 
hayan sido objeto de alguna operación de valorización, siempre y cuando cumpla con al menos los 
siguientes cuatro requisitos generales: “a) la sustancia u objeto se debe usar para finalidades 
específicas; b) existe un mercado o una demanda para dicha sustancia u objeto; c) la sustancia u 
objeto satisface los requisitos técnicos para las finalidades específicas, y cumple la legislación 
existente y las normas aplicables a los productos; y d) el uso de la sustancia u objeto no generará 
impactos adversos globales para el medio ambiente o la salud”21. Al respecto, el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea se pronunció frente a un par de cuestiones prejudiciales planteadas por el 
Tribunal de Apelación de Tallin (Estonia), frente a un caso, del cual tenía conocimiento en segunda 
instancia. La pregunta que interesa, versa sobre si la legislación nacional, la cual exige que a falta de 
normas europeas, la legislación interna debe prever los criterios específicos para cada tipo de 
residuo, transgredía el contenido del artículo 6, numeral 4 de la Directiva marco. En ese sentido, el 
Tribunal Europeo resolvió que “incumbe al Estado miembro velar por que esta falta de acción no 
obste a la consecución de los objetivos de la Directiva 2008/98, entre los que se encuentran el 
fomento de la aplicación de la jerarquía de residuos prevista por el artículo 4 de dicha Directiva o, 
como resulta de los considerandos 8 y 29 de la misma Directiva, la valorización de residuos y la 
utilización de materiales valorizados a fin de preservar los recursos naturales y permitir el 
establecimiento de una economía circular”. Por tanto, la Unión y los Estados miembro deberán 
tomar en cuenta los conocimientos científicos y técnicos en la materia para determinar criterios que 
le permitan a las autoridades y jueces determinar el fin de la condición de residuo a los proceso de 
valorización22. 
 
De lo anterior, se evidencia que la Directiva 2008/98/CE fija unos criterios y directrices generales 
que deben ser respetados y tenidos en cuenta por los Estados miembros de la Unión al momento 
de desarrollar sus legislaciones internas en materia de residuos. Así mismo, la ausencia de algunas 
de las facultades consagradas en el instrumento normativo, no impide que se desarrollen los 
objetivos planteados por este, tal y como ocurre con la determinación del fin de la calidad de 
residuo.     
 
Por otro lado, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en la sentencia C 624/17 resolvió una 
cuestión prejudicial planteada por el Tribunal de Apelación de La Haya (Países Bajos) respecto a la 
aplicación de las normas europeas en materia de residuos, específicamente, la Directiva marco y el 
Reglamento 1013/2006 relativo a los traslados de residuos, exaltó la importancia de la valorización 

                                                      
19  Directiva 2008/98/CE, artículo 1. Artículo modificado por la Directiva 2018/851. 
20 Directiva 2008/98/CE, artículo 10, numeral 1. Artículo modificado por la Directiva 2018/851. 
21 Directiva 2008/98/CE, artículo 6. Artículo modificado por la Directiva 2018/851. 
22 Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Sala Segunda. (28 de marzo de 2019). Asunto C 60/18 - Cuestión prejudicial. 

en los siguientes términos: “Al estar comprendido en el concepto de «residuo», en el sentido de la 
Directiva 2008/98, el objeto o sustancia está sometido a las disposiciones de dicha Directiva, lo que 
implica que deberá valorizarse o eliminarse sin poner en peligro la salud humana y sin utilizar 
procedimientos ni métodos que puedan perjudicar el medio ambiente”. En otras palabras, todo 
residuo será objeto de un tratamiento, ya sea por medio de valorización o de eliminación 
responsable, sin embargo, habrá que tener en cuenta el elemento subjetivo propio del concepto de 
residuo, referido a la intención de su poseedor de desprenderse del mismo. Empero, puede ocurrir 
que la intención del poseedor sea la de reutilizar el residuo sin un tratamiento de valorización, 
porque para él, el residuo en sí mismo representa un valor económico. En ese caso, ya no se estará 
frente a un residuo. El tribunal indica: “el grado de probabilidad de reutilizar un bien, una sustancia 
o un producto sin operación de transformación previa es un criterio pertinente a fin de apreciar si 
constituyen o no un residuo en el sentido de la Directiva 2008/98. Si, más allá de la mera posibilidad 
de reutilizar el bien, la sustancia o el producto en cuestión, existe un interés económico para el 
poseedor en hacerlo, la probabilidad de dicha reutilización es mayor. Si así sucede, el bien, la 
sustancia o el producto de que se trata ya no puede ser considerada como una carga de la que el 
poseedor procura «desprenderse», sino como un auténtico producto”23. 
 
El anterior par de sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, brindan mayor claridad 
sobre la valorización de residuos a nivel comunitario, siendo considerada la legislación más 
avanzada del mundo en la materia24. 
 
Ahora bien, las cifras y datos existentes demuestran un resultado alentador en cuanto a la 
consecución de los objetivos perseguidos por la Unión en materia de valorización de residuos, 
puesto que, se ha identificado un aumento en el tratamiento de los residuos en favor de la 
valorización y una correspondiente disminución de la eliminación. En el año 2016, la valorización de 
residuos aumentó con respecto al año 2004, pasando de 960 millones de toneladas a 1,231 millones 
de toneladas, lo cual significó un aumento del 45.4% al 53.2% de la cuota de valorización en el 
tratamiento de los residuos. Por su parte, la eliminación de residuos se redujo del 54.6% en el año 
2004 al 46.8% en el año 2016, pasando de 1,154 millones de toneladas a 1,081 millones de 
toneladas. Adicionalmente, se ha identificado que, la forma de valorización preferida por los Estados 
miembro es el reciclado25. 
 
Por otro lado, es preciso tener en cuenta que las cifras varían por Estado dependiendo de las 
prácticas predilectas por cada uno para la gestión de los residuos. Así, en países como Bélgica, Países 
Bajos, Suecia, Dinamarca, Alemania, Austria y Finlandia la incineración y el reciclaje son los métodos 
más implementados para el tratamiento de residuos. En cambio, en países como Malta, Grecia y 
Chipre, los vertederos son el medio preferido para la eliminación de los residuos. En fin, dentro de 
esta dinámica, hay Estados que han logrado cumplir los objetivos propuestos, así como otros que se 
encuentran rezagados, sin embargo, el compromiso comunitario en cuanto a la adopción de una 
economía cada vez más circular, es permanente26.  
                                                      
23 Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Sala Segunda. (4 de julio de 2019). Asunto C 624/17 - Cuestión prejudicial. 
24 Comisión Europea. (2021). El reciclado es el futuro: así lo hacemos en la UE. Recuperado de 
https://ec.europa.eu/spain/news/20190318_Recycling-is-the-future-we-do-it-in-the-
EU_es#:~:text=En%20la%20UE%20tenemos%20la,econ%C3%B3mico%20sostenible%20y%20genera%20empleo. 
25 Eurostat. (2019). Estadísticas sobre residuos. Recuperado de: https://ec.europa.eu/eurostat/statistics-explained/pdfscache/15344.pdf 
26 Parlamento Europeo. (2020). Gestión de residuos en la UE: hechos y cifras (Infografía). Recuperado de: 
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/society/20180328STO00751/gestion-de-residuos-en-la-ue-hechos-y-cifras-

Si bien estas cifras y datos no son las más actuales, se espera que dentro de los próximos años, 
conforme se avance en las metas planteadas en las Directivas 2008/98/CE y 2018/851, se pueda 
contar con una actualización de las mismas. 
 
 

III. FUNDAMENTO JURÍDICO 
 

A continuación se justifica el marco y fundamento jurídico en el cual se desarrolla armónicamente 
este proyecto de ley. Para esto, se sustenta cómo la propuesta legislativa desarrolla, ejecuta, 
promueve, incentiva y promueve los fines de las fuentes de derecho existentes y aplicables en el 
ordenamiento colombiano en los siguientes puntos: 1. fundamento jurídico conforme instrumentos 
de derecho internacional, bloque de constitucionalidad y sentencias de tribunales internacionales;  
2. fundamento constitucional; 3. marco de jurisprudencia constitucional; 4. fundamento del marco 
legal colombiano y 5. fundamento general sobre el marco de políticas públicas. 
 
1. FUNDAMENTO CONFORME CON INSTRUMENTOS DE DERECHO INTERNACIONAL, BLOQUE DE 
CONSTITUCIONALIDAD Y SENTENCIAS DE TRIBUNALES INTERNACIONALES. 
 
1.1. DECLARACIÓN DE ESTOCOLMO SOBRE MEDIO AMBIENTE HUMANO 
La Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano de 1972 proclama en sus principios 
1 y 14 que el ser humano tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio ambiente para 
las generaciones futuras con la planificación racional. Según el principio 2, la planificación racional  
implica que se deben tomar medidas que protejan los recursos naturales como la tierra, el aire, el 
agua, la flora y la fauna. Por otra parte, los principios 4 y 5 establecen la obligación de planificar el 
desarrollo económico atribuyéndole importancia a la conservación de la naturaleza, asegurando 
que los recursos no renovables se deben emplear de forma que se evite el peligro de su agotamiento 
en un futuro.  
 
Finalmente, la Declaración sobre el Medio Ambiente Humano prescribe en su principio 19 el deber 
de educación en cuestiones ambientales dirigida a empresas, colectividades, individuos de las 
generaciones jóvenes y a los adultos, prestando atención a las poblaciones menos privilegiadas para 
lograr una opinión pública bien informada e inspirada en el sentido de su responsabilidad de 
protección y mejoramiento del medio ambiente. El presente proyecto de ley se articula en 
consonancia con estos principios en cuanto aplica un sistema racional de planificación para 
protección del medio ambiente, que es la labor un mercado que otorgue valor y extienda la vida útil 
de los residuos, de tal manera que habrá menos explotación sobre recursos no renovables y una 
utilización más racional de los desechos. De igual forma la apertura de un mercado de valorización 
de residuos es la ejecución de la planificación económica  responsable pues abre la oportunidad al 
país a generar nuevos esquemas de valor sostenibles. Finalmente permite que las empresas y 
ciudadanos se informen sobre formas de economía sostenible, pues las aperturas de mercado como 
la propuesta en el proyecto de ley incentiva a la información del consumidor y empresario sobre la 
utilización de desechos. 

                                                      
infografia#:~:text=Seg%C3%BAn%20las%20estad%C3%ADsticas%20de%202017,UE%20se%20recicla%20o%20composta.&text=Alemania%2
0y%20Austria%20tambi%C3%A9n%20son,en%20al%20menos%20diez%20pa%C3%ADses. 
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1.2. MARCO DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS - PROTOCOLO DE SAN 
SALVADOR Y RESOLUCIONES DE LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS 
El Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador", adoptado en San Salvador en 1988, 
prevé en su artículo 11 que toda persona tiene derecho a vivir en un medioambiente sano y que los 
Estados Partes de la Convención se obligan a promover la protección, preservación y mejoramiento 
del medio ambiente. Esta obligación de orden convencional es garantizada y promovida por este 
proyecto de ley porque mediante la creación de un mercado de valorización se promueve, protege 
y mejora el medio ambiente en cuanto crear una cadena de valor sobre residuos permite utilizar 
residuos y baja la sobreexplotación de recursos no renovables. 
 
Por otra parte, la creación de un mercado de valorización de residuos sólidos para mitigar la 
sobreexplotación de recursos no renovables se ajusta a lo dispuesto en el Programa Interamericano 
de Desarrollo Sostenible (PIDS) 2016-202127 de la Organización de Estados Americanos (OEA), 
mediante el cual se señalan los tres componentes del desarrollo sostenible, siendo estos el 
económico, el ambiental y el social que deberán ser implementados por los Estados miembros en la 
agenda 203028. En el presente proyecto de ley, el componente económico se evidencia mediante 
la apertura de un nuevo mercado, el componente ambiental se desarrolla justamente por ser un 
mercado sostenible y de economía circular y el componente social en cuanto se promueve la 
educación y el consumo de bienes y servicios de carácter ecológico, la integración de las personas 
denominadas como recicladores como personas de gran importancia en el manejo de los residuos 
sólidos y, finalmente, la apertura de un mercado de valorización de los residuos, del cual pueden 
participar las personas naturales y jurídicas independientemente de su calidad de comerciantes o 
empresarios. 
 
Por lo demás, la Corte Interamericana de Derechos Humanos reconoce en el párrafo 60 de la 
Opinión Consultiva 023 de 2017, que los Estados tienen la obligación de promover la protección, 
preservación, y el mejoramiento del medio ambiente mediante un criterio de adaptabilidad. Este 
proyecto de ley permite el cumplimiento por parte del Estado colombiano de las obligaciones de 
protección, preservación y mejora, ya que adapta la disposición de residuos a un nuevo mercado, 
orientado a reducir los desechos contaminantes y a la extracción exacerbada de recursos renovables 
y no renovables, optando por una cadena de revalorización de residuos. Es importante entender 
que son indicadores del cumplimiento de estas obligaciones los aprobados por la Asamblea General 
de la OEA, dentro de los cuales destacan parámetros de producción de residuos contaminantes y 
manejo de residuos, los cuales manejan y controlan mediante el esquema de valorización de 
residuos de este proyecto de ley. 
 
De igual modo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos reconoce en el párrafo 217 de la 

                                                      
27 Anexo a AG/RES. 2882 (XLVI-O/16). 
28 En este mismo sentido  se ha pronunciado la Declaración de Johannesburgo sobre el Desarrollo Sostenible, adoptada en 
la Cumbre Mundial de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, Johannesburgo, 4 de septiembre de 2002, Doc. 
ONU A/CONF. 199/20, párr. 5, al señalar que los tres pilares del desarrollo sostenible son el desarrollo económico, el 
desarrollo social y la protección medio ambiental. 

Opinión Consultiva 023 de 2017 que el acceso a la información tiene una relación intrínseca con la 
participación pública con respecto al desarrollo sostenible y la protección ambiental.  
 
1.3. DECLARACIÓN DE RÍO DE JANEIRO SOBRE EL MEDIO AMBIENTE Y DESARROLLO 
La Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente y Desarrollo de 1992, señala en sus 
principios 3 y 4 que el derecho de los Estados al desarrollo se debe ejercer respondiendo 
equitativamente a las necesidades de progreso y a las necesidades ambientales de las generaciones 
presentes y futuras, siendo el desarrollo sostenible y la protección del medio ambiente parte 
integrante y no aislada del avance de las naciones. Los principios 8 y 10 de esta declaración 
determinan que todo Estado tiene los deberes de reducir y eliminar las modalidades de producción 
y consumo insostenibles, fomentando políticas demográficas apropiadas y la participación 
ciudadana. Este instrumento internacional también prevé en su principio 11, que los Estados deben 
promulgar leyes eficaces sobre el medio ambiente según su contexto ambiental y de desarrollo.  
 
 
1.4. ACUERDO DE ESCAZÚ 
El Acuerdo de Escazú, Adoptado el 4 de marzo de 2018, prevé  en su artículo 4.1 que cada Estado 
Parte  garantizará el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente sano, así como en su 
artículo 6 obliga a que los Estados generen, recopilen, pongan a disposición del público y difundan 
la información ambiental relevante para sus funciones de manera sistemática, proactiva, oportuna, 
regular, accesible y comprensible, y que  en consecuencia actualicen periódicamente esta 
información y alienten la desagregación y descentralización de la información ambiental a nivel 
subnacional y local. 
 
Es importante destacar en este punto que aunque el Acuerdo de Escazú no ha sido ratificado aún 
por Colombia, el presente proyecto de ley se ajusta a su contenido esencial, de tal manera que de 
ratificarse, el contenido de la ley (*nombre del proyecto de ley*) estará armonizado con este 
instrumento. De igual manera, es deseable y jurídicamente válido tener en cuenta el fin y objeto del 
Acuerdo de Escazú por este proyecto de ley, en cuanto este instrumento aunque no ha sido 
ratificado, si está suscrito por el Representante Permanente de Colombia ante Naciones Unidas el 
11 de diciembre de 2019, con lo cual, el Estado de Colombia tiene que cumplir con la obligación de 
no frustrar el objeto y fin del tratado mientras no haya manifestado su intención de no llegar a ser 
parte de aquel, tal y como lo indica el artículo 18 de la Convención de Viena sobre el derecho de los 
tratados de 1969.  
 
1.5. DERECHO INTERNACIONAL DE LA INVERSIÓN EXTRANJERA 
Por otra parte, este proyecto de ley se ajusta a los compromisos internacionales del Estado 
colombiano en materia de inversión extranjera, de los cuales se referencian varios de ellos y sus 
contenidos relacionados en la tabla 1. Como se evidencia, el proyecto de ley se adecúa y optimiza 
las obligaciones internacionales en materia de inversión, en cuanto se abren oportunidades de 
mercado y cooperación entre Colombia y los países contratantes de acuerdos de inversión, 
especialmente aquellos que optan por propender el desarrollo sostenible en sus inversiones. 
 
Como se verá el siguiente proyecto desarrolla y permite mayor inversión extranjera conforme a los 
tratados internacionales relativos a la materia, en cuanto crea un mercado del cual los acuerdos de 
inversión tienen interés como se puede apreciar en la tabla. 

 
- tabla 1- 29 

TRATADOS EN MATERIA DE INVERSIÓN CLÁUSULAS, DISPOSICIONES Y/O COMPROMISOS 
EN MATERIA DE DESARROLLO SOSTENIBLE 

 
 
 
 
Tratado de Libre Comercio con el Gobierno de la 
República Popular China:  
 
Artículo 4.2(c) 

No se considera expropiación indirecta las medidas 
diseñadas y aplicadas por propósitos públicos o 
intereses sociales o con objetivos tales como la 
protección del medio ambiente. Salvo en 
excepcionales circunstancias, como cuando dicha 
medida o serie de medidas son demasiado severas 
con respecto a sus fines, que éstas no pueden ser 
razonablemente consideradas como adoptadas y 
aplicadas de buena fe. 

 
 
 
 
 
 
 
 
Acuerdo Bilateral para la Promoción y Protección 
de Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido 
de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la 
República de Colombia:  
 
Artículos VI.2(c) y VIII 

- No se considera expropiación indirecta las 
medidas no discriminatorias que las Partes 
Contratantes adopten por razones de propósito 
público o interés social (el cual tendrá un 
significado compatible con aquel de “propósito 
público”), incluyendo razones protección del 
medio ambiente, que sean adoptadas de buena fe, 
que no sean arbitrarias y no sean 
desproporcionadas a la luz de su objetivo. 
 
- Nada de lo dispuesto en el Acuerdo de Inversión 
se interpretará como impedimento para que una 
Parte adopte, mantenga o haga cumplir cualquier 
medida, que considere apropiada para garantizar 
que las actividades de inversión en su territorio se 
efectúen tomando en cuenta los temas 
ambientales, siempre que tales medidas no sea 
discriminatorias y sean proporcionadas con los 
objetivos perseguidos. 

  
Acuerdo de Libre Comercio entre la República de 
Colombia y la República de Costa Rica. 
Preámbulo, artículo 12.6.2  

- El Gobierno de la República de Colombia y el 
Gobierno de la República de Costa Rica [han 
acordado concluir el siguiente Tratado de Libre 
Comercio] decididos a PROMOVER el desarrollo 
económico de manera congruente con la 
protección y 

                                                      
29 Se señalan varios de los Tratados de inversión de los cuales es parte Colombia, sin que sea una lista extensiva ni exhaustiva 
de todos los instrumentos de inversión de los cuales es parte el Estado. El propósito es ilustrar cómo el articulado de este 
proyecto de ley no contradice sino que se armoniza y desarrolla las prerrogativas ambientales comunes a tratados en materia 
de inversión, en el contexto del mercado internacional, y la inversión extranjera. 

conservación del medio ambiente, así como con el 
desarrollo sostenible; (...). 
 
- Las exigencias de medidas de utilización de 
tecnologías para cumplir con regulaciones 
generales de medio ambiente no se consideran 
contrarias a las limitaciones que tiene los Estado 
parte para  hacer cumplir cualquier obligación o 
compromiso.  

Como se evidencia, las cláusulas de no imposición de medidas discriminatorias no se ven vulneradas 
conel proyecto de ley: versa sobre temas medioambientales, no son desproporcionadas o severas 
para sus fines, y no son restrictivas de la inversión extranjera, todo lo contrario, en cuanto los 
artículos propuestos abren un nuevo mercado del cual pueden participar inversionistas extranjeros, 
ajustándose a las prerrogativas de trato equitativo. También, como se evidencia, estos instrumentos 
internacionales de inversión propenden y permiten que los Estados parte desarrollen regulaciones 
para ajustar el mercado y tener mercados de protección del medio ambiente. 
 
Ahora bien, recordando que el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia reconoce 
la doctrina de los publicistas de mayor competencia como fuente del derecho internacional, y 
partiendo que no existe jerarquía de normas en este derecho, hay que tener en cuenta lo siguiente: 
 
Como lo señala el reconocido autor Jorge Viñuales, la reconciliación de la protección del medio 
ambiente y el desarrollo económico no ocurre únicamente por esquemas de desarrollo sostenible 
o economía verde, en cuanto se tengan bajos estándares de protección ambiental con el propósito 
de atraer inversionistas extranjeros.30  
 
El presente proyecto de ley armoniza los estándares de protección ambiental sin tener que pasar 
por alto la protección de la inversión extranjera en Colombia, como de igual forma fomenta la 
inversión mediante la creación de un nuevo mercado de valorización, generando así un verdadero 
esquema de sinergia entre los regímenes de derecho internacional ambiental aplicable y los del 
derecho de inversión extranjera. También es de tener en cuenta que, más que crearse nuevos 
estándares de protección ambiental, se está aprovechando la regulación en materia ambiental ya 
existente para generar condiciones comerciales en las cuales la vida útil de los residuos sea más 
amplia, dando más opciones a los inversionistas de acceder a materias primas reutilizadas y así ser 
incluso más atractivo el Estado para el mercado verde. En consecuencia, esto permite concluir que 
el articulado del proyecto de ley logra desarrollar la interacción positiva de cumplimiento entre 
ambos regímenes de derecho internacional, que según el citado autor, se manifiestan como la 
reconciliación entre ganancia económica (profitability)  y la protección medio ambiental, en el seno 
del desarrollo sostenible.31 
 
 
 

                                                      
30 Viñuales, J. (2012). Foreign Investment and the Environment in International Law (1.a ed.). Cambridge University Press. 
pp: 24-25.  
31 Viñuales, J. (2012). Op. cit. pp: 27. 
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2. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL 
El artículo 79 de la Constitución prescribe que todas las personas tienen derecho a gozar de un 
ambiente sano y que la ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarla. 
 
El artículo 67 de la Constitución Política reconoce que la educación formará al  ciudadano 
colombiano el mejoramiento y la protección del medio ambiente, como lo reafirma el 79 en su inciso 
segundo al indicar que es deber del Estado fomentar la educación para el logro de estos fines 
 
El artículo 80 superior indica que el Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. 
 
El artículo 95 de la Carta obliga a todas las personas que tienen la calidad de colombianos a proteger 
los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano. 
 
El artículo 334 de la Constitución Política indica que el Estado intervendrá por mandato de la ley en 
la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, 
utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la 
economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad 
fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las 
oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. 
 
3. MARCO DE JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL 
La Honorable Corte Constitucional, quien en virtud del artículo 241 funge como guardiana de la 
integridad y supremacía constitucional, ha sostenido reiteradamente en su jurisprudencia que:  
 
3.1. CONSTITUCIONALIDAD CONFORME CON EL MODELO DE CONSTITUCIÓN ECOLÓGICA 
La Constitución es ecológica, en cuanto una lectura sistemática, axiológica y finalista de su articulado  
permite entender que la Carta no se limita a disponer un marco regulatorio con carácter imperativo, 
sino que les brinda a las personas y al Estado una amplia gama de herramientas para materializar y 
garantizar una relación adecuada con la biosfera, a través de un conjunto amplio de derechos y 
obligaciones. Los primeros que permiten que todos los asociados puedan realizar actos dirigidos a 
mantener un entorno sano para las generaciones actuales y futuras32. En ese sentido, una de las 
dimensiones de la Constitución Ecológica deriva en la obligación para las autoridades y particulares 
en la protección del medio ambiente33. 
 
4. OTRAS NORMAS Y POLÍTICAS 
 

 Objetivos de Desarrollo Sostenible-ODS-: Colombia definió las metas para garantizar el 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), una agenda adoptada por 
193 países, que busca mejorar sustancialmente los indicadores de pobreza, salud, 

                                                      
32Corte Constitucional, Sentencias: C-431 de 2000, M.P.: Vladimiro Naranjo Mesa; T-411 de 1992, M.P.: Alejandro 
Martínez Caballero; T-450 de 2015, M.P.: Luis Guillermo Guerrero Pérez y T-299 de 2008, M.P.: Jaime Córdoba Triviño, 
entre otras. 
33Corte Constitucional, sentencia T-450 de 2015, M.P.: Luis Guillermo Guerrero Pérez. 

educación, igualdad de género, trabajo, infraestructura, cambio climático y justicia, entre 
otros. 
 
Se trata de 16 grandes apuestas contempladas en el documento CONPES 3918, que 
estimularán el cumplimiento de las 169 metas de los ODS, además de la designación de 30 
entidades nacionales que serán las encargadas de liderar las acciones que hasta el año 2030 
marcarán la ruta del desarrollo social y económico de los colombianos en armonía con el 
medio ambiente. 
 
En este marco, el  ODS 12: Producción y Consumo Responsables, que engloba todo lo 
relacionado con la tasa de reciclaje y nueva utilización de residuos sólidos, señala los  
amplios esfuerzos de los gobiernos locales y de todos los ciudadanos para alcanzar sus 
ambiciosas metas. En 2012 cuando se hicieron las primeras mediciones se tenía una tasa de 
7,2%, en 2018 se esperaba cerrar en 10% y se confia que para el 2030 el país llegue a 17,9%. 
Teniendo en cuenta este Objetivo se expidió la Política Nacional para la Gestión de Residuos 
Sólidos de manera integral en el marco de la economía circular, que permitirá alcanzar la 
meta a 2030. 

 Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022: Fomento de la Economía Circular en los procesos 
productivos. Se establece que establece que se debe acelerar la transición hacia el modelo 
de Economía Circular como base para la reducción, la reutilización y el reciclaje de residuos 
y materiales; así como el uso eficiente de recursos, agua y energía. 

 Política Nacional de Desarrollo Productivo: Desarrollo de Negocios Verdes 

 Política Nacional de Crecimiento Verde: Bases para crear una hoja de ruta de Economía 
Circular en el país 

 Política Nacional de Producción y Consumo Sostenible: adquisición de bienes y servicios 
con criterios que consideren aspectos ambientales, incluyendo la utilización eficiente de 
recursos naturales a lo largo de su ciclo de vida, aspectos económicos que se ajusten a los 
principios de eficacia, eficiencia, oportunidad y transparencia, y aspectos sociales que 
consideren estándares de vanguardia en sus procesos de producción y/o suministro 

 Estrategia Nacional de Economía Circular: Mayor valor agregado de los sistemas de 
producción y consumo a través de estrategias de Economía Circular.  
 
Al reconocer la relevancia y el impacto de la Economía Circular, Colombia se ha propuesto 
transitar hacia una. Así, para la implementación del pacto por la sostenibilidad del  el Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible – 
MADS en 2018 formuló la Estrategia Nacional de Economía Circular – ENEC, mediante la que 
establece los instrumentos para la consecución de las metas de corto y mediano plazo del 
país en la materia. El documento fue actualizado en 2020 

 Ley 1715 de 2014: Fomento a la eficiencia energética y uso de fuentes no convencionales 
de energía  

 Resolución 1207 de 2014. Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible: Fomento a la 
reutilización del agua 

 
 Resolución 0472 de 2017: Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

Aprovechamiento de residuos de construcción y demolición (RCDs) 
 

 Resolución 1407 de 2018. Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
Responsabilidad Extendida del Productor para envases y empaques 

 
 
5. OTRAS INICIATIVAS LEGISLATIVAS EN EL CONGRESO 
 
Debido a la importancia del tema, varias iniciativas han sido presentadas en el Congreso de la 
República,  con el propósito de reglamentar lo relacionado. Algunos de estos proyectos son:  
 

 “Por el cual se establece el Régimen General para la Prestación del Servicio Público 
Domiciliario de Aseo, la gestión integral de residuos principalmente sólidos y se dictan otras 
disposiciones.”. Este tenía por objeto regular la prestación del servicio público domiciliario 
de aseo y la gestión integral de residuos. Fue archivado por tránsito de legislatura 

 “Por el cual se dictan normas orientadas a regular la disposición final de residuos sólidos en 
el territorio nacional. Este proyecto buscaba Regular la incorporación de nuevas tecnologías 
en los sitios de disposición final, con la finalidad de dar un tratamiento técnico a los residuos 
sólidos procurando el máximo aprovechamiento posible y se regulan. Fue archivado en su 
debate. 

 “Por medio del cual se reglamenta la formulación y ejecución por parte del Gobierno 
Nacional del Plan Maestro Nacional Para La Gestión Integral de Los Residuos Sólidos” - Ley 
para la sostenibilidad del medio ambiente”. Con este proyecto se busca exhortar al 
Gobierno Nacional a elaborar la formulación y ejecución del Plan Maestro Nacional Para la 
Gestión Integral de los Residuos Sólidos en todo el territorio nacional, en conformidad con 
el artículo 79º de la Constitución Política de Colombia donde se establece que es deber del 
Estado proteger la biodiversidad e integridad del medio ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines. Fue 
presentado en octubre de 2020. 

 “Por medio del cual se establece la obligatoriedad de los Planes de Manejo Integral de 
Residuos Sólidos – PMIRS-. En este se establece que todo usuario del servicio público de 
aseo que genere residuos sólidos, peligrosos o especiales en un volumen superior a un (1) 
metro cubico mensual deberá contar con un Plan de Manejo Integral de Residuos Sólidos 
(PMIRS). Pendiente de segundo debate 

 “Por el cual se dictan normas orientadas a regular la incorporación de nuevas tecnologías 
en la gestión integral de residuos sólidos y se dictan otras disposiciones.” Este proyecto 
busca regular la incorporación de nuevas tecnologías en la gestión integral de residuos 
sólidos.  Publicado en octubre de 2020. 

6.   CONFLICTO DE INTERESES  
Teniendo en cuenta el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, “Por la cual se modifica parcialmente la Ley 
5 de 1992”, y de conformidad con el artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1 
de la Ley 2003 de 2019, el cual establece que:  
 
“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los congresistas deberán 
declarar los conflictos De intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus funciones. Se entiende 
como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto 
legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del 
congresista. 
 
 a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones 
económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los 
ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o 
administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado.  
 
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y 
existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión.  
 
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del congresista, de su 
cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.  
 
(…)”  
 
Igualmente, El Consejo de Estado en su sentencia 02830 del 16 de julio de 2019, determinó:  
 
“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo será 
aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o 
utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo 
sea específico o personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y 
actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación o votación del 
congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles…”.  
 
Bajo este marco, se considera que la discusión y aprobación del presente Proyecto de Ley, a pesar 
de su carácter general y extenso en la materia que trata, podría crear conflictos de interés en tanto 
al congresista o pariente dentro de los grados de ley sea beneficiario con los términos dispuestos 
en la presente ley. En este sentido, es importante subrayar que la descripción de los posibles 
conflictos de interés que se puedan presentar frente al trámite o votación de la iniciativa, conforme 
a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 modificado por la Ley 2003 de 2019, no exime 
al Congresista de identificar causales adicionales en las que pueda estar inmerso.  
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PROYECTO DE LEY No.___ 
 

Por medio de cual se determinan medidas para reducir la pobreza energética rural y 
promover la generación de energías renovables por parte de las comunidades y empresas 

mypimes con el fin de fomentar una transición energética justa para la mitigación del 
Cambio Climático. 

 
El Congreso de la República de Colombia 

DECRETA 
 
Artículo 1º. Objeto. El objeto de la presente ley es generar nuevos desarrollos legislativos 
que permitan reducir la pobreza energética en zonas rurales, así como facilitar el acceso y la 
autogeneración de las Fuentes No Convencionales de Energías Renovables (FNCER) por 
parte de comunidades rurales y urbanas en pro de alcanzar mejores precios en las tarifas de 
energía, la democratización del mercado energético y una transición energética justa que 
favorezca a dichas comunidades y al medio ambiente. 
 
Artículo 2º. Definiciones: se acogen las definiciones del Articulo 5 de la Ley 1715 de 2014 
así como las definiciones conceptuales que se hacen de las mypimes en la Ley 590 de 2000, 
Ley 905 de 2004 y Ley 1450 de 2011. 

 
Artículo 3º. Cambios en la oferta de fuentes de energía; Para el año 2030 se deberá 
alcanzar como mínimo un 33% en el peso de las Fuentes No Convencionales de Energías 
Renovables (FNCER) y reducir la producción de energía de termoeléctricas a un máximo de 
10 % en la matriz de energía eléctrica a nivel nacional.  
 
Artículo 4º. Etiqueta de uso de energía fósil y energías FNCER. Las empresas que no se 
encuentren en la categoría de micro y pequeñas empresas deberán incorporar en etiqueta de 
sus productos y servicios, así como en su página web, el porcentaje de energías fósiles y 
FNCER que están usando en su operación anual, de la misma manera que las toneladas de 
Gases de Efecto Invernadero emitidas en el último año por su operación. 

Artículo 5º. Determinaciones sobre la demanda en viviendas. A todas las viviendas que 
se construyan en departamentos y/o municipios con potencial de aprovechamiento de energía 
solar y su valor comercial supere los 400 salarios mínimos legales vigentes mensuales por 
unidad les será obligatorio, a partir de la expedición de la presente ley, contar con un sistema 
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la pobreza energética rural y promover la generación 
de energías renovables por parte de las comunidades y 
empresas Mypimes con el fin de fomentar una transición 
energética justa para la mitigación del Cambio Climático.
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de energía fotovoltaica con la capacidad de proveer como mínimo el 50% del consumo 
mensual que se promedie para las residencias u hogares en el municipio en donde se 
encuentre ubicada, este cálculo se hará con base en el año anterior a la finalización de 
construcción de la vivienda y será definido específicamente por parte de la alcaldía 
municipal. Para el año 2025, todas las empresas a nivel nacional que no se encuentren en la 
categoría de mypimes y operen en departamentos y/o municipios con potencial de 
aprovechamiento de energía solar deberán contar, como mínimo, con un 30% de uso de 
FNCER en su operación. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio y el Ministerio de Minas y Energía, reglamentará el 
aprovechamiento de energía solar en viviendas y empresas en el término de un (1) año, 
contado a partir de la fecha de promulgación de la presente ley.   

 
Artículo 6º. Determinación sobre la demanda de energía en transporte. Toda compra de 
vehículos realizada por y/o para entidades que se encuentren en cualquier rama del Estado 
deberán contar, a partir del año 2022, con un mínimo del 70% en vehículos eléctricos o de 
otras fuentes que no sean combustibles fósiles en general. En cuanto a la contratación de flota 
de transporte público en las ciudades que cuenten con Sistemas de Transporte Masivo y con 
miras a proteger la salud de los habitantes frente a la exposición a material particulado, no se 
podrán llevar a cabo, a partir del año 2022, nuevos contratos de prestación de dichos servicios 
con buses que usen combustibles fósiles como la gasolina, el ACPM y el gas entre otros de 
esta categoría. 
 
Artículo 7º. Aumento de meta de FNCER en ZNI. Serán sujeto de soluciones energéticas 
en ZNI por parte del gobierno un total de 50 mil familias para el año 2022 y de 200 mil 
familias para el año 2026.  Estas soluciones se llevarán a cabo por medio de FNCER 
mínimamente en un 70% de los casos. 
 
Artículo 8º. Sostenibilidad de soluciones en ZNI. El gobierno nacional por medio de sus 
entidades deberá garantizar en la implementación de soluciones para usuarios en Zonas No 
Interconectadas que la durabilidad de dichas soluciones no sea inferior a los 20 años a partir 
de la instalación de la solución.  
 
Artículo 9º. Creación de Subasta de baja escala.  Para el siguiente año a la entrada en 
vigencia la presente Ley, la CREG y el Ministerio de Minas y energía deberán generar una 
subasta de largo plazo para contratar no menos de 2500 MW a entregar para el año 2026, con 
un formato especial en el cual se dé la participación exclusiva de empresas mypimes y 
proyectos comunitarios cuya capacidad de generación sea de baja escala. 

Artículo 10º. Redefinición del cálculo de confiabilidad y cargo por confiabilidad. En un 
plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigencia de la presente ley el Gobierno 
nacional y la CREG definirán una nueva metodología de cálculo de la Energía Firme para 
el Cargo por Confiabilidad (ENFICC) de manera que facilite el ingreso de las FNCER en el 
cargo por confiablidad en una participación no menor al 30% de dicho cargo. 
 
Artículo 11º. Precios de excedentes de energía. Los excedentes de energía generada a baja 
escala por empresas mypimes, en viviendas rurales y urbanas del estrato 1, 2 y 3 no se podrán 
comprar o vender en menos de un 60% del precio unitario de la tarifa de energía excepto en 
las definiciones especificas a los casos de intercambio de la Resolución CREG 030 de 2018. 
 
Artículo 12º. Recursos para el Fondo de Energías No Convencionales y Gestión 
Eficiente de la Energía (FENOGE) y capital semilla para familias. A partir de la sanción 
de esta ley el gobierno nacional dispondrá recursos adicionales para la alimentación del 
Fondo de Energías renovables. Estos recursos funcionarán a modo de capital semilla para 
hogares rurales y urbanos de los estratos 1, 2 y 3 que estén interesadas en el acceso a energía 
solar autogenerada. A partir de la expedición de la presente ley el gobierno nacional deberá 
disponer el 20% de los recursos recaudados por Impuesto al Carbono en la promoción e 
incentivo a la instalación de FNCER y hará sujeto beneficiario de un 30% del Cargo por 
Confiabilidad a proyectos de FNCER de generación de baja escala. 
 
Artículo 13º. Disposición de subsidios de servicios públicos para el acceso a FNCER. 
Siguiendo el numeral 4 del artículo 19 (Desarrollo de la Energía Solar) de la ley 1715 de 
2014 ‘Por medio de la cual se regula la integración de las energías renovables no 
convencionales al Sistema Energético Nacional.’:  
 

1. Adiciónese un nuevo numeral al Artículo 99 de la Ley 142 de 1994, así:  
‘Se permitirá que los subsidios en la tarifa de energía a los estratos 1, 2 y 3 
puedan ser usados para la adquisición y financiación de Formas no 
convencionales de Energía Renovable (FNCER), de acuerdo con su definición 
en la Ley 1715 de 2014. La reglamentación de dicha capacidad operativa 
deberá ser llevada a cabo por el Ministerio de Minas y Energía, la Unidad de 
Planeación Minero-Energética (UPME). 

2. Los fondos de los subsidios que pasen de su uso actual para la tarifa eléctrica 
a la financiación y adquisición de FNCER en su forma de autogeneración de 
pequeña escala pasaran del Fondo de Solidaridad para Subsidios y 
Redistribución de Ingresos (FSSRI) al Fondo de Energías No Convencionales 

y Gestión Eficiente de la Energía (FENOGE). La reglamentación de dicha 
transición en el uso de los recursos deberá ser llevada a cabo por el Ministerio 
de Minas y Energía y el Ministerio de Hacienda.

Artículo 14º. Conformación de una Mesa técnica para la profundización del sistema de 
financiamiento público-privado a las FNCER. Títulos de Transición Energética (TTE)

En un plazo máximo de seis meses a partir de la entrada en vigencia de la presente ley el 
Gobierno Nacional y el Banco de la Republica deberán llevar a cabo la Conformación de una 
Mesa Técnica para la creación de un régimen de Títulos de Transición Energética (TTE) 
emulando el sistema de crédito dirigido ya existente en los Títulos de Desarrollo 
Agropecuario (TDA) (Resolución Externa #3 del año 2000. Banco de la Republica). Este 
sistema de inversión obligatoria directa por parte del sector financiero privado y/o de compra 
por parte de este de estos títulos emitidos por el Banco de la Republica han de servir como 
fuente de financiación a fondos públicos para la transición energética en el marco de la crisis 
climática y bajo la lógica de crédito de fomento a la inversión pública, privada y comunitaria 
a Formas no convencionales de energías renovables (FNCER).

Siguiendo el criterio de crédito de fomento presente en los TDA, los TTE deberán estar 
diferenciados en dos tipos. Tipo A y Tipo B. Ambos títulos deberán estar por debajo de la 
tasa representativa de mercado vigente al ser créditos de fomento, y las tasas de Tipo A 
deberán ser más bajas que las de tipo B.1

Tipo A para inversiones de autogeneración por FNCER para unidades familiares con
vivienda menor a los 400 SMLV contemplados en el artículo 5 de la presente ley,
cooperativas energéticas y empresas legalmente bajo la categoría de micro, pequeñas
y medianas empresas (Mypimes).
Tipo B para inversiones de autogeneración por FNCER para unidades familiares con
vivienda mayor a los 400 SMLV contemplados en el artículo 5 de la presente ley, y
grandes empresas.

Los fondos recaudados por esta titulación inicial deberán ser asignados bajo el siguiente 
criterio:

1 José Antonio Ocampo Gaviria, Paola Arias and Juan David Torres, "La Banca Nacional De 
Desarrollo En Colombia", Ensayos Sobre Política Económica, no. 88 (2018): 1-37, 
doi:10.32468/espe.88.

Asignación de un 25% de los fondos recaudados mediante TTE al Fondo de Energías
No Convencionales y Gestión Eficiente de la Energía (FENOGE).
El 75% del recaudo asignado a las líneas de crédito y redescuento verde de Bancoldex
y Findeter.

La mesa técnica ha de ser conformada por representantes de:
Ministerio de Minas y Energía
Unidad de Planeación Minero-Energética (UPME)
Fondo de Energías No Convencionales y Gestión Eficiente de la Energía (FENOGE)
Ministerio de Hacienda
Banco de la República
Bancoldex
Findeter
Sindicatos Sector Minero Energético
Movimientos Ambientales, Sociedad Civil
Asobancaria
SISCLIMA

Artículo 15º. Reducción de trámites para auto-generadores de pequeña escala. La 
GREG y el Ministerio de Minas y energía deberán realizar un trabajo de simplificación de 
trámites de permiso de autogeneración a pequeña escala y una disminución en el cobro de la 
certificación RETIE en un 50% a partir de la expedición de la presente ley.

Artículo 16º. Exoneración del pago por perdidas. Los usuarios de los estratos 1, 2 y 3 
quedaran exonerados del pago en su factura por perdidas de energía en la red.

Artículo 17º. Tramites de licencia ambiental. A partir de la sanción de esta ley el Ministerio 
de Ambiente y la Agencia Nacional de Licencias Ambientales estarán a cargo de reglamentar 
cambios en los términos de referencia para que el licenciamiento ambiental de los proyectos 
de generación a baja escala sea más corto y fácil.

Artículo 18º. Definición de máximo de costos de transacción.  El gobierno nacional y las 
entidades encargadas definirán un nuevo programa de tramitación de licencias y aprobación 
al desarrollo de proyectos en FNCER en el cual los costos de transacción en proyectos de 
generación de pequeña escala en hogares no superen los 0.5 salarios mínimos mensuales.
(Reubicar).
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Artículo 19º. Plan maestro en entidades territoriales. Las entidades territoriales que 
cuenten con potencial de luz solar por encima del promedio mundial deberán presentar un 
plan maestro de transición energética anualmente en el cual se definan las metas de transición 
y la fuente de los recursos para la implementación de proyectos en transición energética, 
dicho plan deberá coordinarse de acuerdo con lo definido en los Planes, Planes Básicos y/o 
Esquemas de Ordenamiento Territorial, Planes de Ordenamiento y Manejo de Cuencas 
Hidrográficas (POMCAS) y demás instrumentos de planificación y gestión ambiental 
establecido

Artículo 20º. Comisión de seguimiento. En un plazo no mayor a doce meses, se deberá 
crear la comisión de seguimiento a la presente ley, la cual estará compuesta por delegados de 
las 5 gobernaciones con mayores problemas de pobreza energética y las 5 gobernaciones de 
los departamentos con mayor potencial de energía solar según diagnóstico del IDEAM, 2
representantes de la academia, dos delegados del Ministerio del Medio Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, un delegado del Ministerio de Minas y Energía y dos delegados de la 
sociedad civil con incidencia en temas medioambientales quienes tendrán la función de 
realizar el monitoreo a las disposiciones inmersas en esta ley. Dicha comisión deberá reunirse 
una vez al año, escogerán presidente y vicepresidente y entregarán un informe con los 
avances de las metas en la presente ley. 

Artículo 21º. Sistema de Información de Transición Energética. Se creará el Sistema de 
Información de Transición Energética, sus objetivos son registrar, organizar, actualizar y 
difundir la información en materia de aprovechamiento sustentable de las FNCER. En este 
instrumento de darán a conocer mes a mes los avances en materia de energías alternativas, la 
inversión del gobierno, el número de proyectos generados por el mes, la ubicación geográfica 
de grandes proyectos y se llevará un registro de las empresas e individuos que compren 
tecnologías de generación de energía con FNCER.

Artículo 22º. Generación de capital humano en universidades. Se deberá incentivar a las 
universidades públicas y privadas para que en su proceso educativo se adelante la formación 
de profesionales especializados en la gestión, planificación, evaluación y manejo de la 
transición energética.  El Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) deberá adelantar 
acciones de capacitación básica y técnica en la instalación de Paneles solares en todos los 
municipios y departamentos del territorio nacional. 

Artículo 23º. Plazo máximo para la reglamentación de la ley 1715 de 2014. A partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley, se tendrá un plazo máximo de 1 año para llevar a cabo 
la culminación integral de la reglamentación de la ley 1715 de 2014.

Artículo 24º. Reconversión laboral de empleados del sector minero-energético. El 
Ministerio del Trabajo y el Ministerio de Educación, junto a los sindicatos del sector y en 
comunicación con los gremios de FNCER y de otras empresas del sector minero-energético,
en un plazo máximo de un año a la entrada en vigencia de la presente ley presentaran un 
programa transicional de reconversión profesional y laboral para todas y todos los empleados 
que hayan hecho o hagan parte del sector minero-energético y se encuentren ubicados en 
zonas con potencial para la incorporación de las FNCER, este plan deberá contar con un 
programa de financiación y atención por municipios y departamentos.

Artículo 25º. Vigencia de la presente ley. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación.

Del Representante, 

CÉSAR AUGUSTO PACHÓN ACHURY.
Representante a la Cámara por Boyacá 
Movimiento Alternativo Indígena y Social MAIS

PROYECTO DE LEY No.
Por medio de cual se determinan medidas para reducir la pobreza energética rural y

promover la generación de energías renovables por parte de las comunidades y empresas 
mypimes con el fin de fomentar una transición energética justa para la mitigación del 

Cambio Climático.

1. INTRODUCCIÓN

Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) son una iniciativa impulsada por Naciones 
Unidas como resultado de las negociaciones llevadas a cabo entre 193 países para lograr dar 
respuesta a las grandes problemáticas mundiales en materia social, económica y ambiental. 
Los ODS (Figura 1) se constituyen en una importante carta de navegación para el diseño de 
políticas de desarrollo por parte del gobierno nacional, el sector privado y las comunidades
rurales y urbanas. Esta agenda, cuyo fundamento filosófico se encuentra en el Desarrollo 
Sostenible, está conformada  por 17 objetivos y 169 metas propuestas en diversos temas
esenciales como son el Cambio Climático, la desigualdad económica, la innovación,
el consumo sostenible, la paz y la justicia. Por su parte, el ODS 7, siendo uno de los de mayor 
relevancia debido a su impacto en otras metas, tiene por esencia garantizar el acceso a una
energía asequible, segura, sostenible y moderna para todas las personas. Este ODS busca 
brindar soluciones frente a la crisis climática que ha hecho que, en el horizonte 2020- 2050, 
las emisiones de CO2 se constituyan como el principal vector de transformación del sector 
de la energía. 

Lo anterior conlleva a señalar que la descarbonización de la economía y de la matriz 
energética es una de las grandes prioridades a lograr en el siglo XXI a nivel mundial y que 
los ODS y el Acuerdo de París son el marco de referencia en el que se ha de desarrollar la 
política energética en Colombia. Las metas del ODS 7 son bastante claras para marcar el 
camino a seguir, en materia de acceso universal a la energía los ODS promueven que de aquí 
a 2030 se debe garantizar el acceso universal a servicios energéticos asequibles, fiables y 
modernos, lo cual es una profunda necesidad en un país que cuenta con cerca de 450 mil 
familias en pobreza energética (MinMinas, 2020). En cuanto a la incorporación de las
energías renovables señalan que de aquí a 2030 se debe aumentar considerablemente la 
proporción de energía renovable en el conjunto de fuentes energéticas. Por otra parte, señalan
que se debe duplicar la tasa mundial de mejora de la eficiencia energética a 2030 y también 
que para ese año debe ampliarse la infraestructura y mejorar la tecnología para prestar 

servicios energéticos modernos y sostenibles para todas las personas en los países en 
desarrollo (ONU, 2020)

Figura 1. Objetivos de Desarrollo Sostenible. Fuente: ONU, 2020.

2. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

Objetivo del proyecto de ley.

El objetivo de la presente ley es reducir la pobreza energética de las áreas rurales del país y 
romper barreras que existen para la autogeneración de las Fuentes No Convencionales de 
Energías Renovables (FNCER) por parte de las comunidades rurales y urbanas, así como de
microempresas, empresas pequeñas y medianas (Mypimes) con el fin de lograr mayores 
avances en la transición energética y beneficios de las FNCER como son la disminución en 
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el precio de las tarifas, seguridad energética, democratización de los mercados y reducción 
de emisiones de Gases de Efecto Invernadero (GEI)

Fuentes No Convencionales de Energía (FNCER).

Las Fuentes No Convencionales de Energía Renovable (FNCER) son aquellas fuentes que 
como es el caso de la energía solar, eólica, mareomotriz, biomasa, pequeños 
aprovechamientos hidroeléctricos y geotérmica están disponibles a nivel mundial y son
ambientalmente sostenibles, pero que en el país son utilizadas de manera marginal y no se 
comercializan ampliamente en el mercado energético colombiano (Ley 1715 de 2014). Las 
Energías Renovables son todas aquellas fuentes de generación energéticas en las cuales no 
se incurre en el consumo gasto o agotamiento de su fuente generadora. A diferencia de las 
Fuentes Convencionales de Energía, las FNCER excluyen la energía hidroeléctrica de su 
categorización por ser una fuente con alta participación en la matriz energética colombiana, 
la cual ha tenido valores alrededor del 70% en los últimos años (UPME, 2018). Por su parte, 
en cuanto a la definición particular de cada uno de los diferentes tipos de fuentes o energías 
que componen a las FNCER, la Ley 1715 de 2014 hace los siguientes acercamientos:

“Energía de biomasa. Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía 
renovable que se basa en la degradación espontánea o inducida de cualquier tipo de materia 
orgánica que ha tenido su origen inmediato como consecuencia de un proceso biológico y 
toda materia vegetal originada por el proceso de fotosíntesis, así como de los procesos 
metabólicos de los organismos heterótrofos, y que no contiene o hayan estado en contacto 
con trazas de elementos que confieren algún grado de peligrosidad. 

Energía de los mares. Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía 
renovable que comprende fenómenos naturales marinos como lo son las mareas, el oleaje, 
las corrientes marinas, los gradientes térmicos oceánicos y los gradientes de salinidad, entre 
otros posibles. 

Energía de pequeños aprovechamientos hidroeléctricos. Energía obtenida a partir de aquella 
fuente no convencional de energía renovable que se basa en los cuerpos de agua a pequeña 
escala. 

Energía eólica. Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía 
renovable que consiste en el movimiento de las masas de aire. 12. Energía geotérmica. 
Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía renovable que consiste 
en el calor que yace del subsuelo terrestre. 

Energía solar. Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía 
renovable que consiste de la radiación electromagnética proveniente del sol.

Energía eólica. Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía 
renovable que consiste en el movimiento de las masas de aire. 12. Energía geotérmica. 
Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía renovable que consiste 
en el calor que yace del subsuelo terrestre. 

Energía solar. Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía 
renovable que consiste de la radiación electromagnética proveniente del sol”.

Contexto internacional y potencial de Colombia.

El contexto internacional es favorable para la incorporación de las FNCER en Colombia. En
la última década la tendencia decreciente en los costos de generación con FNCER a nivel 
internacional ha generado un importante impulso para aumentar la participación de estas 
fuentes en el mercado nacional de energía de la mano de diferentes actores como son los
gobiernos nacionales, empresas locales y las comunidades (rurales y urbanas) que encuentran 
hoy condiciones favorables para acceder a estas fuentes y para convertirlas en una opción de 
generación de ingresos.

En la figura 2 se observa como los precios de las diferentes fuentes de energía no 
convencional han venido disminuyendo de manera abrupta en los últimos años, 
principalmente en el caso de la energía solar fotovoltaica. Para el año 2019 ya se mostraba 
una importante tendencia de costos más competitivos de la energía solar, eólica y geotermal 
respecto a los costos de las diferentes energías fósiles (Franja Gris). Para el año 2020 los 
menores costos de las FNCER respecto a las energías fósiles se han consolidado como un 
hecho en diferentes partes del mundo y las proyecciones para el año 2021 y 2022 señalan la 
curva de crecimiento y fuerza que tendrá la incorporación de las FNCER en el mundo (Irena, 
2019).

Figura 2. Comparativo de costos de generación de energía. Fuente: IRENA, 2019.

De acuerdo con el Ministerio de Minas y Energía, Colombia cuenta con una irradiación 
promedio de 4,5 kWh/m2 /d la cual supera el promedio mundial de 3,9 kWh/m2 /d, y está 
muy por encima del promedio recibido en Alemania (3,0 kWh/m2 /d) país que hace mayor 
uso de la energía solar a nivel mundial. 
De igual manera, la UPME y el IDEAM a través del Atlas de radiación solar, regiones 
particulares del país como son la Guajira, una buena parte de la Costa Atlántica y otras 
regiones específicas en los departamentos de Arauca, Casanare, Vichada y Meta, entre otros, 
presentan niveles de radiación por encima del promedio nacional que pueden llegar al orden 
de los 6,0 kWh/m2 /d (Figura 3).
Respecto al potencial y la oportunidad de algunas regiones del país para garantizar soluciones 
de energía basada en fuentes no convencionales de renovables, los valores de irradiación 
promedio son los siguientes: 

Valores de irradiación regional en Colombia
Región Promedio irradiación (kWh/m2/día)
La Guajira 6,0
Costa Atlántica 5,0
Orinoquia 4,5
Amazonía 4,2
Región Andina 4,5
Costa Pacífica 3,5

Tomado del informe sectorial de la prestación del servicio de energía eléctrica. 
Superintendencia delegada para energía y gas. 2020.

Fuente: UPME, IDEAM. 2015.

Figura 3. Mapa de irradiación solar media diaria, Fuente: IDEAM 2016.

Situación energética en Colombia

En términos de la demanda la estructura energética tiene el siguiente comportamiento de los
actores principales. El sector de transporte consume un 43% del total de la energía, seguido 
por el sector industrial con un 24% y el sector residencial con un 22%. El consumo interno 
del sector transporte es en un 91% en petróleo y sus derivados, 5 % biocombustibles y 4%
gas natural y un consumo residual en FNCER. El consumo interno del sector industrial es de
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35% en gas natural y 2% en petróleo, 29% en carbón, 19% en electricidad y 15% de 
biocombustibles. Por su parte, el consumo interno del sector residencial es de 41% en 
biocombustibles, 33% en electricidad, 19% en gas, 6% en petróleo y en carbón un 1% (Plan 
Energético Nacional 2019). En número gruesos del Ministerio de Minas, el consumo en 
Colombia es de 63 % en energías fósiles (40% en diésel y gasolina, 16 % en gas natural y 7
% en Carbón), 8 % en leña y de 17 % en energía eléctrica, la cual contiene unos consumos 
internos que se ven en la tabla 1.

Colombia cuenta con una oferta de matriz de energética eléctrica en las siguientes 
condiciones generales para los últimos años (tabla 1): 70% en hidroelectricidad, 28% en 
energía proveniente de las termoeléctricas (petróleo y gas), menos de un 1% en fuentes de 
energías renovables. A 2018, la capacidad instalada de generación en el Sistema 
Interconectado Nacional fue de 17.720 Mega-watts (MW) como se ve en la tabla 1. De esta 
capacidad instalada, 9.6 % corresponde al Gas Natural, el 69.1 % correspondió a generación 
hidráulica y 9,45% al carbón. En términos de Fuentes No Convencionales de Energía 
Renovable (eólica, solar, y biomasa) se cuenta con menos de un 1% según los datos de la 
UPME de 2018. Como se ve en la tabla 1 el país cuenta con un buen porcentaje de energía a 
pequeña y grande escala de generación hidráulica, térmica y eólica. Las plantas de generación 
eléctrica se encuentran concentradas en la región noroeste y centro del país. Según se cita en 
publicación de Certecnica, hay una capacidad de generación total de 17.359 MW por tipo de 
generación entre las despachadas centralmente y no despachadas, mientras que las pequeñas 
centrales tienen una capacidad efectiva neta de 1064.95.

Tabla 1. Matriz eléctrica en Colombia. Fuente: Boletín Estadístico Upme, 2018.

Sin embargo, la transición energética, que es el norte a seguir para lograr una mayor equidad 
social y precios más favorables que alivien los gastos en pago de servicios para los usuarios, 
así como la mitigación y adaptación al cambio climático por parte de la nación, señala nuevos 
rumbos necesarios que implican disminuir la fuerte participación que tiene la energía 
hidroeléctrica y termoeléctrica. Según las metas del gobierno nacional la participación de las 
FNCER en la matriz de generación pasará de menos del 1% en 2018 al 12% en 2022 (Figura 
4) con lo cual se lograrán 8 billones de inversión, 6 mil empleos y una reducción de 9 millones
de toneladas de CO2 en este cambio que representaría un aumento de las FNCER de 50 MW 
a 2.500 MW de capacidad instalada en energía solar y eólica para el año 2022 (Congreso 
Minminas, 2019). Según la exministra de Minas y Energía, María Fernanda Suárez,
Colombia aumentará 50 veces su capacidad instalada en FNCER pasando de 50 megavatios 
en 2018 a 2500 megavatios en 2022 (Energía estratégica, 2020).

Figura 4. Metas de incorporación de las FNCER a 2022. Fuente: Congreso Minminas, 
2019.

Ahora, en lo que tiene que ver con el año 2030 las metas actuales del Gobierno colombiano 
de turno no superar el 15% de incorporación de las FNCER, es decir que, en ocho años, 
transcurridos entre el 2022 y el 2030, se adicionarían solo 4 puntos más a la meta 2022, a 
pesar de que en los cuatro años transcurridos entre 2018 y 2022 se lograría una incorporación 

del 12 %. Adicionalmente las recomendaciones de grandes centros de pensamiento van por 
otra vía. Según la CEPAL Si se descarboniza la matriz eléctrica entre un 12 % y un 40%, se 
reduce en un 30 % las emisiones de CO2 acumuladas y se pueden generar siete millones de
empleos entre 2020 y 2032 para la región según cita la revista Energía Estrategia en 2020.

Por otra parte, en el marco de la COP 25, que se realizó en la ciudad de Madrid, 10 países de 
América Latina y el Caribe que integran la Energía Eléctrica Renovable para América Latina 
y el Caribe (RELAC), entre los que se encontraba Colombia en un papel de liderazgo,
suscribieron un acuerdo que establece alcanzar un promedio del 70% de capacidad instalada 
en la matriz de energía renovable a 2030. En este acuerdo, en el que se busca que el 70% de 
la capacidad instalada de la matriz de generación eléctrica de la región provenga de fuentes 
renovables al 2030, se argumentó que debido a que la energía representa el 75% de las emisiones 
de CO2 mundiales, y el 56% de las emisiones de Latinoamérica y el Caribe, la masificación de 
energías renovables podría mitigar significativamente el aumento de GEI (WWF, 2019). Esta es 
una meta que resulta similar a los objetivos plateados para el año 2030 para el caso de 
Alemania que busca lograr un 65% de energías renovables en la producción de electricidad 
para ese entonces según cita Sueddeutsch Zitung en 2018 y que se aleja de objetivos de corto 
alcance como el de Brasil de lograr solo 20 % de energías renovables en la matriz eléctrica 
en 2030 según declaraciones de la expresidenta de Brasil Dilma Rousseff.

Por otro lado, mientras que para el año 2016, las inversiones en Latinoamérica iban dirigidas 
en un 60% a energía hidroeléctrica, un 5% a energías renovables no convencionales, un 5% 
a energía nuclear y un 30% a energías térmicas, las inversiones nuevas (hacia 2030) se 
destinarán en un 40% a energía hidroeléctrica, un 37% a energías renovables no 
convencionales, un 6% a energía nuclear y un 17% a energías térmicas. Según la CEPAL 
“Ese aumento de las inversiones en energías renovables no convencionales apenas permitiría 
llegar en 2030 a una potencia instalada equivalente al 7,6% de la matriz eléctrica, proporción 
que actualmente es del 3,9%. Respecto de la generación efectiva, en 2030 el 5,3% provendría 
de la matriz eléctrica en comparación con el 2,9% actual” (CEPAL, 2019. Pg 1).

Los retos que implica la transición energética son importantes en materia de conciliar 
voluntades políticas y de inversión pública y privada. Sin embargo, existen retos adicionales 
que deben ser contemplados para alcanzar una transición energética que sea justa y 
equitativa. Uno de estos retos es el cambio hacia la descentralización y la generación de 
condiciones favorables para la entrada de los prosumidores o Prossumers según el termino 
en inglés, el cual denota a usuarios de energía que tienen la capacidad de producir su misma 
energía y/o energía para la venta. La creciente disponibilidad de soluciones modulares y 

locales para el abastecimiento energético son una tendencia inevitable que rompe la 
concentración del mercado en pocas manos (Congreso Minminas, 2019). Por lo tanto, según 
el PEN 2019, es necesario habilitar su entrada de forma organizada para que el país cuente 
con más fuentes de oferta, más posibilidades de interconexión y un mayor empoderamiento 
y participación de los consumidores finales.

Otro de los grandes retos está relacionado con la necesidad de llevar a cabo una 
reincorporación laboral de la fuerza de trabajo que se encuentra en un limbo laboral a razón 
de los cambios del sector energético, esta fuerza laboral representa unas cantidades 
significativas que deben ser atendidas. Según Rubén Darío Lizarral de Campetrol el sector 
del petróleo genera alrededor de 120.000 empleos directos, en labores de exploración y 
producción de ese recurso, y cinco más indirectos por cada uno de aquellos. En otras cifras, 
según la UPME, el sector aporta menos del 1% del empleo total, aunque dicho aporte haya 
exhibido una tendencia creciente en el período 2009- 2014 (Subdirección de Hidrocarburo 
UPME, 2015) y según el Ministerio de Energía en el 2015 la industria petrolera generó más 
de 95 mil empleos en Colombia. Cifras que representan una cantidad importante de familias 
que deben ser consideradas en la transición energética.

Retos de pobreza energética rural, las Zonas No Interconectadas (ZNI):

Las Zonas No Interconectadas son áreas del país que no reciben servicio de energía eléctrica 
a través del Sistema Interconectado Nacional (SIN), están caracterizadas por un alto índice 
de necesidades básicas insatisfechas y por un bajo nivel de ingresos, que se traducen en 
marginamiento social y económico. 
De acuerdo con la Superintendencia delegada para energía y gas (2020), en Colombia las 
zonas no interconectadas representan aproximadamente el 52% del territorio colombiano a 
nivel de área departamental y en ellas se encuentra una población estimada de 1.900.000 
habitantes. Estas zonas se encuentran compuestas por un departamento insular (Archipiélago 
de San Andrés y Providencia), cuatro capitales departamentales (Amazonas, Vichada, 
Guainía y Vaupés). 
Según datos del informe sectorial de la prestación del servicio de energía eléctrica del 
Instituto de Planificación y Promoción de Soluciones Energéticas (IPSE) del año 2020, las 
ZNI cuentan con una capacidad operativa total del orden de los 280 MW, de los cuales solo 
el 5% provienen de FNCER. Respecto a las metas del gobierno nacional se espera que a 
2030, 15% de la energía provenga de renovables no convencionales. 
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Caracterización general de las ZNI
Concepto Valor 2019
Porcentaje del territorio nacional 52%
Departamentos 20
Municipios 74
Suscriptores a diciembre de 2019 193.871
Capacidad operativa 280,38 MW
Capacidad operativa fuentes renovables 14,1 MW
Tabla 2. Tomado del informe sectorial de la prestación del servicio de energía eléctrica. 

Superintendencia delegada para energía y gas. 2020.
Fuente: IPSE, 2019.

Sobre cobertura de energía para las ZNI, se estipula que más de 20.000 familias de las zonas 
no interconectadas tendrán el servicio de energía eléctrica para 2022. 

De acuerdo con el informe de rendición de cuentas 2020 de la Unidad de Planeación Minero 
Energética, la inversión realizada por cada fondo en proyectos eléctricos relacionados con la 
construcción de paz en Colombia, se referencian a continuación

Resumen de proyectos diciembre 2019 – octubre 2020

Tabla 3. Fuente: UPME, Oficina de Gestión de Proyectos de Fondos con corte al 31 de 
octubre de 2020.

FONDO
VALOR SOLICITADO en 

Millones de $
No 

BENEFICIADOS**

FAER 32 15 15 $146.888 9.725
PLAN PAZCIFICO 15 4 2
FENOGE 5 2 1
FINDETER 22 8 8 $308.609 *
SGR-EE 26 14 13
OCAD PAZ 195 73 59 $424.257 68.070
OBRAS POR IMPUESTOS 1 1 1
TOTAL PROYECTOS 
ELÉCTRICOS 296 117 99  $  879.754 77.795

FECF 6 5 5 $2.433 6.684
SGR-GAS 18 9 8 $5.837 5.921
OCAD PAZ-GAS 11 4 3 $806 1.364
PGLP 10 7 7 $38.993 40.170
TOTAL PROYECTOS DE 
GAS 45 25 23  $  48.069 54.139

TOTAL 341 142 122 927.823$  131.934

N° VERSIONES 
RECIBIDAS

N° PROYECTOS 
RECIBIDOS

N° PROYECTOS 
EVALUADOS

* Al ser proyectos asociados a planes de expansión y PCH no se cuenta con un número
puntual de beneficiarios.
** El número de beneficiados incorpora nuevos usuarios, y usuarios existentes con 
mejoramiento en su servicio de energía eléctrica, de alumbrado público o normalizaciones.
Desde el enfoque del FENOGE- FONDO DE ENERGIAS NO CONVENCIONALES Y 
GESTION EFICIENTE DE LA ENERGIA el cual se creó con la Ley 1715 de 2014 y mediante 
la Resolución MME 41407 de 2017, se establecen los requisitos de presentación de los 
planes, programas o proyectos, los cuales permitirán la Implementación de soluciones de 
generación, cogeneración o autogeneración, basados en FNCE, en los diferentes sectores, 
incluido el residencial para estratos 1, 2 y 3, brindar soluciones con FNCE para las ZNI y 
se da prioridad a proyectos incluidos en los Planes de Energización Rural Sostenible PERS.

Costo financiero kits de generación de energía fotovoltaica (cifras en COP)

Tabla 4. Fuente: Calvo (2019). Datos: DANE.

Comparativo costo 1kW/h por sistema.

Tabla 5. Fuente: Calvo (2019). Datos: Electricaribe, UPME.

Beneficios de las FNCER al desarrollo rural en Colombia: La ruralidad en Colombia presenta 
un sinnúmero de dificultades respecto al acceso y cobertura del servicio público de energía, 
lo cual genera problemas y condiciones de atraso y pobreza debido a las limitaciones para el 
desarrollo de las actividades económicas, principalmente la agricultura. 

Una estrategia que garantice soluciones de energía para las ZNI y para la ruralidad en general 
permite gestionar de una manera más eficiente los sistemas de producción en actividades 
tales como: irrigación, bombeo de agua, mecanización y preparación de suelos, procesos de 
transformación agroalimentario y generación de valor agregado.

De acuerdo con Van Campen et al (2000), los sistemas solares fotovoltaicos, por la 
flexibilidad de su aplicación, representan una oportunidad única para que el sector de la 
energía proporcione “paquetes” de servicios a las zonas rurales apartadas, por ejemplo, para 
los servicios de salud, educación, comunicaciones y luz eléctrica, así como para la agricultura 
y el suministro de agua. 

Otro beneficio estratégico de las FNCER responde al proceso global de mitigación al cambio 
climático, contribuye a la disminución de la emisión de gases de efecto invernadero, un 
ejemplo corresponde a que los factores de emisiones asociados con los sistemas de energía 
solar se encuentran en el orden de 50 kg CO2 eq/MWh, frente a valores por encima de 450 
kg CO2 eq/MWh para plantas operadas con combustibles fósiles (MinMinas, UPME. 2015)

Retos y desafíos: De acuerdo con la UPME (2015), un plan de energización rural sostenible 
en Colombia requiere diversificar las tecnologías destinadas a la electrificación de las ZNI y 
reorientar la concepción y las estrategias que guían los planes de energización rural, con el 
fin de que los proyectos sean sostenibles, además de identificar la alternativa energética más 
eficiente, también es preciso que se contemple un proyecto de desarrollo económico y social 
paralelo. 
El acuerdo de paz para la terminación del conflicto en Colombia en el componente de la 
Reforma Rural Integral definió como una prioridad el diseño, ejecución e implementación de 
un Plan Nacional de Electrificación y Conectividad Rural, la inversión social de soluciones 
de energía no convencional en las ZNI se constituye en ese sentido en uno de los pilares del 
proceso de paz, lo cual es necesario articular con el decreto 893 de 2017, por medio del cual 
se crean los programas de desarrollo con enfoque territorial – PDET. 

Obstáculos para la autogeneración de las FNCER por comunidades rurales y urbanas, 
y las empresas Mypimes.

En la actualidad, existen importantes obstáculos que hacen más difícil el camino de 
incorporación de las FNCER en Colombia por el hecho de no facilitarse la producción masiva 
y extendida de proyectos de pequeña escala. Estos obstáculos que pueden agruparse en 
diferentes componentes como el económico, el institucional y el tecnológico deben ser el 
principal objetivo de cualquier iniciativa legislativa que busque el desarrollo de la matriz 
energética con la participación de las FNCER y en general la transición energética. A 
continuación, se presentan algunos de los obstáculos principales para dicha incorporación de 
las FNCER a modo de bases analíticas para la formulación de medidas a implementar en este 
proyecto de ley con base en información de la Comisión de Regulación de Gas y Energía 
(CREG) en 2019 y el estudio Energy Supply Situation in Colombia de la Misión de 
Crecimiento Verde, el Banco Mundial y DNP entre otros en el año 2017.

Figura 5. Retos para la incorporación de las FNCER en Colombia. Fuente: Energy Supply 
Situation in Colombia, Banco Mundial y DNP 2017.

Ausencia de normatividad favorable para la generación de energía en hogares: Si bien la 
CREG ha reglamentado la venta de excedentes de energía en el MEM para autogeneración a 
gran escala bajo la resolución CREG 024 de 2015 y para pequeña escala bajo el decreto 348 
del 01 de marzo de 2017, dichos reglamentos no son suficientes y se requiere una mayor 
reglamentación para venta de excedentes de pequeña generación con FNCER. 
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Cargo por Confiabilidad: El cargo por confiabilidad tiene el objetivo principal de asegurar 
la oferta o generación de energía en épocas de escasez o sequía por medio de subastas de 
Energía Firme que organiza la CREG. Sin embargo, este cargo al día de hoy no es solo un 
esquema cuestionado socialmente por el hecho de no representar alivios para los altos precios 
de la energía para los usuarios en tiempos de bajas precipitaciones como es el caso del mes 
de enero sino que también representa un subsidio del estado a favor de las grandes empresas 
termoeléctricas e hidroeléctricas, el cual afecta la libre competencia entre las energías 
alternativas y las convencionales ya que el mercado de la energía es un mercado de 
competencia.
Lo anterior conlleva a la necesidad de plantear la urgencia del ingreso de las FNCER al cargo 
por confiabilidad, ya que tiene la capacidad de asegurar y consolidar la confiablidad del 
sistema por su complementariedad en tiempos de bajas precipitaciones, pero a precios más
favorables para los usuarios. Sin embargo, los requerimientos de información que se exigen 
a las plantas eólicas y solar FV, para acceder a un Cargo por Confiabilidad hacen 
prácticamente imposible que estas plantas tengan esta remuneración. Es por estas razones 
que se debe revisar la metodología de cálculo de la Energía Firme del Cargo por 
Confiabilidad (ENFICC), de manera que facilite el ingreso de las FNCER en el cargo por 
confiablidad.

Dificultades de financiamiento por percepción de riesgos: la percepción de riesgo por parte 
de las entidades financieras presenta altos niveles en parte debido a que las Fuentes No 
Convencionales de Energías Renovables no han sido suficientemente conocidas en 
Colombia, lo cual implica mayores dificultades para acceder a los recursos de financiación, 
en este tipo de proyectos. Además de ello, la ausencia de contratos de largo plazo que, siendo
obtenidos en subastas de contratación, ayudan a tener mayor seguridad sobre la entrada de 
ingresos para las empresas. Por otra parte, las dificultades de acceso al Cargo por 
Confiabilidad generan también la percepción de una competitividad riesgosa respecto a 
energías como las termoeléctricas. En otras palabras, la falta de experiencia con este tipo de 
tecnologías y la incertidumbre sobre su desempeño y rentabilidad, sumado al hecho de que
los grandes restos de competitividad respecto a grandes empresas termoeléctricas e 
hidroeléctricas, terminan en una percepción de riesgo alta por parte de las empresas en el 
sector bancario.

Altos costos de transacción: Estudios de factibilidad, estructuración financiera, obtención de 
licencias y permisos, diseño y licitaciones para construcción, interconexión, negociación con 
proveedores y de acuerdos de venta representan altos costos que no hacen parte de la 
operación y ejercicio productivo de los proyectos y son más difíciles de asumir para pequeñas 

empresas o para las familias que quieran contar con su propia generación ya que resultan en 
la inviabilidad financiera de la iniciativa. El procedimiento de autorización de un proyecto 
de generación en Colombia se tramita por varias entidades esto lo hace complejo y engorroso. 
Por una parte, se requiere de una licencia ambiental que le otorga la Autoridad Nacional De 
Licencias Ambientales –ANLA- o una Corporación Autónoma Regional. Por otra parte, la
conexión debe ser aprobada por el Operador de Red y luego por la UPME. Adicionalmente 
la UPME y de la ANLA son las encargadas de aprobar la exención de impuestos de arancel 
y de IVA.

Procedimiento para obtención de licencias ambientales: El procedimiento para obtener 
licencia ambiental en las FNCER, a pesar de su bajo impacto ambiental, es engorroso como 
sucede para las plantas de energía convencional. Las exigencias de los términos de referencia 
para los estudios de impacto ambiental en energía solar y eólica no se han simplificado de 
manera significativa con respecto a las tecnologías convencionales. De acuerdo con 
(referencia pendiente X) para el año 2017 los tiempos del proceso de licenciamiento y 
otorgamiento de los incentivos en algunos casos llego a ser superior a los dos años para 
energía solar.

Retos de acceso de mypimes a la contratación de largo plazo: A través de la subasta 
gestionada por el gobierno nacional en octubre de 2020 fueron contratados 2200 Mw a un 
precio histórico de $95 COP/kWh razón por la cual el país contará con 14 proyectos para la 
generación de energía a partir de fuentes renovables no convencionales los cuales se espera 
que logren una reducción del 30% en la tarifa de generación para los usuarios a mediano 
plazo y una dinamización de la competencia en el mercado eléctrico (Minminas, Congreso 
2020).  Por su parte, como resultado de la subasta de Cargo por Confiabilidad, las FNCER 
participaron y resultaron adjudicadas por primera vez en este tipo de subastas logrando la 
asignación de 1298 MW, 1.160 MW (82.6 %) de energía eólica y 238 MW (17.3 %) en solar, 
de un total de 4.010 MW en aumento de la capacidad instalada del parque generador. Como 
resultado de este mecanismo, se asignaron responsabilidades de generación a ocho proyectos, 
5 de ellos eólicos y 3 solares. En el proceso, quedaron con asignación 7 empresas generadoras 
y 22 comercializadoras (Circular No 046-2019, UPME).

Las empresas asignadas fueron tres filiales de Trina Solar Colombia, Eolos energía, Vientos 
del Norte, Jemeiwaa y Empresa de Energía del Pacífico las cuales son empresas de gran 
tamaño y con inversión extranjera en muchos de los casos, lo cual no obedece a principios 
que eran comúnmente deseables para dicha subasta como el de facilitar el acceso a nuevas 

empresas con capacidad de generación por debajo de los 20 megavatios y un mayor nivel de 
competencia en el mercado de las FNCER ya que fueron asignadas tres filiales de una misma 
compañía lo cual no es óptimo para una transición energética justa y una participación social 
más activa en estos procesos. Estos resultados de las subastas de 2019 no son favorables para 
generar un acceso de micro, pequeñas y medianas empresas (Mypimes), así como de las 
comunidades rurales y urbanas, al mercado de la energía eléctrica y nos aleja de una 
transición energética justa y equitativa.
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Del Representante, 

CÉSAR AUGUSTO PACHÓN ACHURY.
Representante a la Cámara por Boyacá 
Movimiento Alternativo Indígena y Social MAIS

Proyecto de Ley___ de 2021 

Por medio del cual la Nación se asocia al centenario de la fundación del 
Municipio de Puerto Rondón (Arauca) y se dictan otras disposiciones. 

El Congreso de la República, 

 

DECRETA: 

 

Artículo 1. Objeto. Declárese el asocio de la Nación a la celebración del Centenario 
de fundación del municipio de Puerto Rondón en el Departamento de Arauca, 
acontecido el día 15 de diciembre de 1921, en cabeza del ganadero y militar 
apureño Luis Felipe Hernández. 
 
Artículo 2. La Nación hace un reconocimiento al municipio de Puerto Rondón, al 
don de gentes y vocación de servicio de sus habitantes, a su constante y eficiente 
producción ganadera en sabanas naturales, que se constituye en su mayor actividad 
productiva y por consiguiente en su principal renglón.  
 
Artículo 3. Autorícese al Gobierno Nacional, para que, dentro de los lineamientos 
del marco fiscal de mediano plazo, incorpore las partidas presupuestales para la 
remodelación, recuperación, construcción y terminación de las siguientes obras de 
utilidad pública y de interés social e histórico del municipio de Puerto Rondón en 
Arauca:  
 

a. Monumento al llanero Rondoneño. 
b. Biblioteca municipal, con una subdivisión sobre el municipio, incluido sus 

antecedentes históricos y culturales.  
c. Construcción del salón Museo Histórico y Cultural del Municipio. 
d. Construcción de murales históricos de la evolución del municipio de Puerto 

Rondón en el Malecón Ecoturístico. 
 

Artículo 4. El Gobierno Nacional, la Gobernación de Arauca y el municipio de 
Puerto Rondón quedan autorizados para impulsar y apoyar ante otras entidades 
públicas o privadas, nacionales o internacionales, la obtención de recursos 
económicos adicionales o complementarios a las que se autorizaren apropiar en el 
Presupuesto General de la Nación de cada vigencia fiscal, destinadas al objeto que 
se refiere la presente ley.  
 
Artículo 5. Radio y Televisión de Colombia. RTVC, producirá un programa de 
televisión y radio, que será transmitido por el Canal Institucional, Señal Colombia, 

Canal del Congreso y la Radio Difusora Nacional, sobre el Centenario del municipio 
de Puerto Rondón, destacando además los diferentes aspectos demográficos, 
sociales y económicos del municipio.  
 
Artículo 6. La presente ley rige a partir de la fecha de su sanción y promulgación.  
 
 
 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Contexto geográfico 
 
Puerto Rondón es un municipio del Departamento de Arauca en los Llanos 
Orientales, que limita al norte con los también municipios de Arauquita y Arauca, al 
este con Cravo Norte y al Oeste con Tame (Arauca), y al sur con Hato Corozal 
(Casanare).  
 
Tiene una superficie de 2186 kilómetros cuadrados, una altitud de 190 metros sobre 
el nivel de mar, y una población total de 3844 habitantes (urbana: 2864 y rural: 980).  
 
Cuenta con un aeropuerto en condiciones medianas, con circulación de aviones 
bimotores y monomotores, que viajan a diario Puerto Rondón – Arauca, y con menor 
regularidad a Yopal, Villavicencio y Tame, prestando este servicio la aerolínea 
estatal SATENA. 
 
Puerto Rondón, erigido como Municipio 
 
Con el Decreto intendencial 677 de 1987, se eleva el corregimiento de Puerto 
Rondón a categoría de municipio, en donde se nombra además por decreto como 
su primer Alcalde a José María Mejía, mientras que en 1988 se inicia el ciclo de los 
alcaldes elegidos por voto popular,  siendo el señor Jorge Antonio Bernal Rincón, el 
primer burgomestre elegido con este mecanismo democrático.  
 
Marco histórico 
 
En los años veinte del siglo pasado, el Coronel venezolano Luis Felipe Hernández, 
-un llanero completo, buen jinete, buen toreador, buen nadador, cazador de tigres, 
como lo describe el escritor Araucano Ernesto Camejo- establece un fundo 
agropecuario a la orilla izquierda del río Casanare –equidistante varias leguas entre 
los hatos El Limbo y Los Novillos- que bautizó entonces con el nombre de “El Padre”, 
en homenaje a su amigo el cura párroco de Arauca, a quien afectuosamente se le 
conocía como el Padre Villanea, quien además era famoso por sus hazañas y 
aventuras en el seudo llano. 
 
Hernández escogió el sitio por la facilidad para el paso del ganado –antes se hacía 
por el paso San Ignacio (paso Socorro)- sobre un afluente del río Casanare y que 
además debía cruzar el mismo.  
 
Con el Decreto 19 del 30 de abril de 1923, el Alcalde de Cravo Norte Manuel 
Manrique suprime por su decadencia el Corregimiento Camoruco o San Rafael de 
los Llanos, perteneciente al municipio Cravo Norte, y es trasladado al erigido por el  
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Artículo 2. La Nación hace un reconocimiento al municipio de Puerto Rondón, al 
don de gentes y vocación de servicio de sus habitantes, a su constante y eficiente 
producción ganadera en sabanas naturales, que se constituye en su mayor actividad 
productiva y por consiguiente en su principal renglón.  
 
Artículo 3. Autorícese al Gobierno Nacional, para que, dentro de los lineamientos 
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Artículo 4. El Gobierno Nacional, la Gobernación de Arauca y el municipio de 
Puerto Rondón quedan autorizados para impulsar y apoyar ante otras entidades 
públicas o privadas, nacionales o internacionales, la obtención de recursos 
económicos adicionales o complementarios a las que se autorizaren apropiar en el 
Presupuesto General de la Nación de cada vigencia fiscal, destinadas al objeto que 
se refiere la presente ley.  
 
Artículo 5. Radio y Televisión de Colombia. RTVC, producirá un programa de 
televisión y radio, que será transmitido por el Canal Institucional, Señal Colombia, 
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mismo decreto como corregimiento El Padre, bajo la recomendación y coordinación 
de su corregidor Alejandro Reay y el Comisario especial Heliodoro Polanía, quienes 
aportaron los datos y la respectiva justificación para tal fin. 
 
El corregimiento El Padre es posteriormente incorporado al municipio de Arauca, al 
ser eliminado Cravo Norte, y en el año 1932 es denominado Puerto Rondón, cuando 
se había consolidado como en un próspero caserío, puerto fluvial, como también 
centro comercial y ganadero. 
 
Al nuevo corregimiento se fueron estableciendo sistemáticamente –en las zonas 
desalojadas de indígenas- hacendados y dueños de hato como Víctor Ramón 
Machado, a quien se le conoce por su complejo de hatos la “La Machadera”, donde 
llegó a tener miles de cabezas de ganado, anotándose esto como un antecedente 
de lo que sería su importante producción bovina. 
 
Los hatos Traquilandia, San Mateo, El Trompillo, Las Bestias eran algunos de los 
que formaban “El Limbo”; Campo Alegre de Pedro Delgado, La Palmita de Toribio 
Pérez, La Eliera de Luis Gonzalo Martínez, el Despacho de Pompilio Delgado, la 
Veguera de Justo Ruiz, los Orejanos de Caropresse y Galeano, la Porfía de 
Alejandro Pérez Enríquez, el Algarrobo de Isaías Bello, la Venturosa de los 
hermanos Pérez Enríquez.   
 
En la década de los cuarenta, se destaca la fundación de los hatos El Botalón de 
Luis Martínez García, la Libertad de Drigelio Corredor, la Correa de María Eloísa 
Nieves, el Chaparrote de los hermanos Abraham y Sergio Hidaldo, el Loro de Simón 
Rodríguez, la Polla de Pompilio Delgado, los Raudales de los Aguirre, Mata Bajita 
de Julio López y Chamuscada de Eliana viuda de López.   
 
La lamentable y trágica exterminación de muchos indígenas y la apropiación de su 
territorio ancestral dio origen a la creación de hatos, algunos con más de 20.000 
cabezas de ganado, y cuya producción excedente de bovinos permitió, por una 
parte, el envío de contrabando a territorio venezolano, y por otra su conducción al 
interior del País, por los caminos ganaderos que perduraron hasta los años 50. Se 
arriaban las reses desde Arauca hasta Rondón (Meta) -en la mayoría de los casos, 
y desde allí eran trasladadas hasta Puerto López (Meta), siendo su destino los hatos 
de ceba en Cumaral y Villavicencio, antes de ser conducidos finalmente a Bogotá. 
 
Puerto Rondón, 
En el contexto de “La Violencia” 
 
Con el asesinato del líder político Jorge Eliécer Gaitán, que desencadenó la 
violencia y en consecuencia las guerrillas del llano, la pacificación de este territorio 
y la contraofensiva militar, determinaron que los hombres comandados por  

Guadalupe Salcedo se tomaran a Puerto Rondón, quien llegó a Arauca y su 
actuación fue calificada como la de un bandolero, por lo que los guerrilleros Franco 
Isaza y los hermanos Bautistas, los recibieron con recelo y desconfianza. 
 
En el año 1951, Guadalupe se toma a Puerto Rondón -con 30 guerrilleros 
uniformados como chulavitas- que muy de mañana y con mucho secreto realizó: 
“tomó por sorpresa el hato de la Aurora, de propiedad de don Chepe Delgado, y sin 
permitir que nadie saliera de la casa, montó a  toda su gente en los caballos 
auroreños para partir en seguida casi al galope y llegar entrando casi la noche a la 
sabanas  vecinas del pueblo de Rondón, cuartel de los primeros contra 
revolucionarios llaneros, por voluntad y dinero de los poderosos Delgado y 
Pérez…Guadalupe se toma el puesto y antes de que el sol se asome los tiene a 
todos en la Plaza, formados codo a codo, sin armas y algunos en paños menores”. 
 
La guerra política de los años 50, la apertura de nuevas vías carreteables, el 
incremento de transporte de ganado por avión y en lanchas por el rio Casanare 
hasta llegar a su desembocadura y remontar por el Meta, fueron algunos de los 
factores que dieron por finalizado los traslados de ganado conducidos por vaqueros, 
desde los grandes hatos y fundaciones de las sabanas de Arauca y Puerto Rondón 
hasta Villavicencio.  
 
No inclusión de Puerto Rondón en acuerdos de la Habana 
 
Uno de los aspectos que ha marcado la vida de los rondoneños ha sido la violencia 
que, desde las épocas de su fundación hasta inicios del presente siglo, lo azotó de 
manera permanente, siendo la década de los 80 al 2000 los más significativos en 
materia de orden público, porque el municipio llega casi al límite de su exterminio, 
teniendo en las últimas tres décadas la presencia no solo del ELN y la FARC, sino 
la incidencia de grupos paramilitares como las Autodefensas de Casanare, y el 
Bloque Vencedores de Arauca. 
 
Aun con esta lamentable radiografía, el municipio de Puerto Rondón no fue incluido 
en los acuerdos de la Habana, como municipio prioritario para las inversiones, 
mientras las cifras y la historia lo colocan a la altura de otros que si fueron incluidos; 
esto con el agravante que deben atender las mismas poblaciones prioritarias 
víctimas de la violencia y además porque son el municipio del departamento que 
menos recursos percibe por concepto de transferencias del Sistema General de 
Participaciones (SGP).  

 
Actividad productiva de Puerto Rondón 
 
En materia de desarrollo económico, Puerto Rondón ha sido por tradición productor 
de ganado de manera extensiva, y ahora en los últimos veinte años se ha venido 
mejorando este renglón de la economía -a pesar de las dificultades de conectividad 
terrestre- y en la actualidad se exporta ganado de ceba a los mercados internos del 
País, porque algunas fincas se han tecnificado para ese propósito.  

De otro lado, con la baja de la  intensidad de la violencia en algunas veredas de la 
zona norte del municipio, se viene desarrollando a gran escala la agricultura de 
cultivos transitorios como plátano, yuca, cacao, maíz y cítricos, que le aportan a la 
producción local y fortalecen los ingresos de sus habitantes, pero la falta de vías de 
comunicación y precios justos de mercados para sus productos, hacen que estos 
renglones de la economía no tengan un mayor impacto de desarrollo para el 
municipio.  

Finalmente, una de las grandes fortalezas que tiene este municipio es su potencial 
turístico, que se ha buscado impulsar en la última década y que paulatinamente se 
da a conocer, pero que requiere del apoyo del Gobierno Nacional, departamental y 
municipal, para posicionar este sector de la economía como una alternativa en el 
crecimiento de la mano de obra local, en donde podemos destacar el avistamiento 
de aves, los cantos de trabajo de llano y sus paisajes de llanura inundable, dentro 
de criterios de un sólido desarrollo sostenible, en donde se logre un equilibrio entre 
la actividad económica, la preservación de medio ambiente y el bienestar social. 

Articulado del proyecto 

El Artículo 1 asocia a la Nación al Centenario de fundación del municipio de Puerto 
Rondón en el Departamento de Arauca, acontecido el día 15 de diciembre de 1921, 
en cabeza del ganadero y militar apureño Luis Felipe Hernández. 

El Artículo 2 hace un reconocimiento al municipio de Puerto Rondón, al don de 
gentes y vocación de servicio de sus habitantes, a su constante y eficiente 
producción ganadera en sabanas naturales, que se constituye en su mayor actividad 
productiva y por consiguiente en su principal renglón, que fue mencionada 
anteriormente en esta exposición de motivos. 

El Artículo 3 se explica en el siguiente intertítulo. 

El Artículo 4 autoriza al Gobierno Nacional, la Gobernación de Arauca y el 
municipio de Puerto Rondón para impulsar y apoyar ante otras entidades públicas 
o privadas, nacionales o internacionales, la obtención de recursos económicos 

 
adicionales o complementarios a las que se autorizaren apropiar en el Presupuesto 
General de la Nación. 

El Artículo 5 fija a la Radio y Televisión de Colombia. RTVC, producir un programa 
de televisión y radio, que ser transmitido por el Canal Institucional, Señal Colombia, 
Canal del Congreso y la Radio Difusora Nacional, sobre el Centenario del municipio 
de Puerto Rondón, destacando además los diferentes aspectos demográficos, 
sociales y económicos del municipio.  

Y el Artículo 6 establece la respectiva vigencia de la Ley 

Marco Fiscal 
 
Una de las discusiones que se ha suscitado desde la promulgación de la 
Constitución de 1991, ha sido los alcances del Congreso de la República para fijar 
un gasto público en un proyecto de ley que no sea iniciativa del Gobierno Nacional, 
a lo que se responde que el Ejecutivo es el ordenador del gasto y por lo tanto se 
reserva el derecho de presentar iniciativas legislativas que contengan aspectos de 
carácter fiscal, como es el caso del Plan Nacional de Desarrollo, el presupuesto 
nacional, la autorización para adquirir empréstitos y el monopolio rentístico de los 
juegos de suerte y azar. 
 
Sin embargo, el Congreso de la República si puede expedir leyes que autoricen la 
inversión en una determinada obra (como es el caso de las leyes de honores), con 
la condición de que se ajuste a los lineamientos del marco fiscal de mediano plazo, 
sin perder el Ejecutivo la potestad de decidir finalmente si se invierte o no en esa 
obra. 
 
Es así como el Artículo 3 del Proyecto de Ley autoriza “al Gobierno Nacional, para 
que, dentro de los lineamientos del marco fiscal de mediano plazo, incorpore las 
partidas presupuestales para las siguientes obras de utilidad pública y de interés 
social”, que tienen relación directa con el Centenario de fundación del municipio de 
Puerto Rondón en el Departamento de Arauca, acontecido el día 15 de diciembre 
de 1921, en cabeza del ganadero y militar apureño Luis Felipe Hernández. 
 

a. Monumento al llanero Rondoneño. 
b. Biblioteca municipal, con una subdivisión sobre el municipio, incluido sus 

antecedentes históricos y culturales.  
c. Construcción del salón Museo Histórico y Cultural del Municipio. 
d. Construcción de murales históricos de la evolución del municipio de Puerto 

Rondón en el Malecón Ecoturístico. 
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Sentencia de la Corte Constitucional C-782-01 
 
Lo anterior está sustentado claramente en la Sentencia de la Corte Constitucional 
C-782-01, al explicar que “el Congreso puede aprobar leyes que comporten 
gasto público. Sin embargo, corresponde al Gobierno decidir si incluye o no 
en el respectivo proyecto de presupuesto esos gastos, por lo cual no puede 
el Congreso, al decretar un gasto, “ordenar traslados presupuestales para 
arbitrar los respectivos recursos”. Por ende, el escrutinio judicial para 
determinar si en este aspecto una ley es o no constitucional consiste en 
analizar si la respectiva norma consagra “un mandato imperativo dirigido al 
ejecutivo”, caso en el cual es inexequible, “o si, por el contrario, se trata de 
una ley que se contrae a decretar un gasto público y, por lo tanto, a constituir 
un título jurídico suficiente para la eventual inclusión de la partida 
correspondiente, en la ley de presupuesto”[39], evento en el cual es 
perfectamente legítima". 
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